
 

 

 
 

 

 

 

 

Chetumal, Quintana Roo, a los treinta y un días del mes de octubre del año 

dos mil veintitrés2. 

 

Resolución, que determina la EXISTENCIA de la infracción consistente en 

Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género en perjuicio de la 

ciudadana , en su calidad de  

 del Ayuntamiento del Municipio de , Quintana Roo, por 

una publicación realizada por el medio de comunicación “Quequi”.  

  GLOSARIO 

Autoridad 
Instructora/Dirección 

Dirección Jurídica del Instituto 

Instituto Instituto Electoral de Quintana Roo. 

Autoridad Resolutora Tribunal Electoral de Quintana Roo. 

Constitución Federal 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Medio de comunicación 
denunciado 

Periódico Quequi. 

Denunciante/  
 

   , en su 
calidad de  ; del 

 
1 Colaboración: Michelle Guadalupe Velazquez Perez. 
2 En adelante, las fechas a las que se haga referencia corresponden al año dos mil veintitrés a excepción de que se 
precise lo contrario. 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL 
SANCIONADOR EN MATERIA DE 
VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS 
MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO 
 
EXPEDIENTE: PES/003/2023. 
 
PARTE DENUNCIANTE:  

 
 
PARTE DENUNCIADA: MEDIO DE 
COMUNICACIÓN “QUEQUI”. 
 
MAGISTRADO PONENTE: SERGIO 
AVILÉS DEMENEGHI.  
 
SECRETARIADO1: NALLELY ANAHÍ 
ARAGÓN SERRANO.  
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Ayuntamiento del Municipio de  
Quintana Roo. 

Ley General de 
Instituciones 

Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. 

Ley General de Acceso 
Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia. 

Constitución Local 
Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Quintana Roo. 

Ley de Instituciones 
Ley de Instituciones y Procedimientos 
Electorales para el Estado de Quintana Roo. 

Ley de Acceso 
Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia del Estado de Quintana 
Roo. 

Ley de Partidos Ley General de Partidos Políticos. 

Reglamento de Quejas 
Reglamento de Quejas y Denuncias del 
Instituto. 

Protocolo  
Protocolo para la Atención de la Violencia 
Política Contra las Mujeres en Razón de 
Género. 

Sala Superior 
Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. 

Suprema Corte/SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Sala Especializada 
Sala Regional Especializada del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

PES 
Procedimiento Especial Sancionador en 
Materia de Violencia Política contra las 
Mujeres en Razón de Género. 

VPG 
Violencia Política contra las Mujeres en 
Razón de Género. 

 

ANTECEDENTES 

1. Sentencia PES/001/2023. 

1. El veinticuatro de julio, el Tribunal Electoral de Quintana Roo, emitió la 

resolución del expediente , en la cual, entre otras cuestiones se 

advirtió la existencia de diversas notas periodísticas que corresponden al medio 

de comunicación “Quequi”, mismas que motivaron darle vista al Instituto, a fin 

de que en ejercicio de sus facultades3, realice lo que en derecho 

 
3 En el entendido de que la instrucción de dicho PES en materia de VPG, se realizará previo consentimiento de la 
víctima, en términos de lo establecido en la Ley de Instituciones.  
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corresponda, en relación con las notas periodísticas citadas. Al respecto, 

se resolvió lo siguiente:  

[…] 
 

Por lo expuesto y fundado se  

 

RESUELVE 

[…] 
OCTAVO. Se da vista al Instituto Electoral de Quintana Roo, para que determine con 
base a sus atribuciones, realice las acciones y diligencias que en el ámbito de 
sus atribuciones considere necesarias, en relación con el medio de 
comunicación “QUEQUI”, y las posibles conductas generadoras de violencia 
política contra las mujeres en razón de género.  
[…] 

Lo resaltado es propio. 

 

2. Actuaciones del Instituto dentro del cuaderno de antecedentes, 

 derivado del  

2. Requerimiento de información. El treinta y uno de julio, se emitió un auto en 

el cual se determinó requerir a la Unidad Técnica de Comunicación Social del 

Instituto, para que proporcionara:  

a. Los ejemplares impresos o en medio digital del Periódico “Quequi” de los días doce 

y dieciséis de febrero del año dos mil veintidós.  

b. Los datos que permitan identificar al representante legal del medio de 

comunicación “Quequi”, así como el domicilio en el que pueda ser notificado dicho 

representante legal y/o el medio de comunicación antes referido.  

 
3. Respuesta al requerimiento de información. El uno de agosto, se recibió en 

la Dirección Jurídica del Instituto, el oficio por el cual el Titular de la Unidad 

Técnica de Comunicación Social del Instituto, dio respuesta al requerimiento de 

información referido en el hecho inmediato anterior.  

 
4. Requerimiento de inspección ocular. En la misma fecha, se ordenó llevar a 

cabo la inspección ocular de los URL proporcionados por la Unidad Técnica de 

Comunicación Social del Instituto, requerimiento que fue debidamente 

realizado mediante oficio de uno de agosto. 

 
5. Inspección ocular. El dos de agosto, se levantó el acta circunstanciada de 

inspección ocular con fe pública a los dos URLs proporcionados por la Unidad 

Técnica de Comunicación Social del Instituto, siguientes:  

 

1.  
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2.  

 

6. Consentimiento. Previo requerimiento realizado por el Instituto, el dieciséis de 

agosto, se recibió en la cuenta de correo electrónico institucional de la Dirección 

Jurídica del Instituto, el escrito por el cual la  otorgó su 

consentimiento para que se inicie el PES en materia de VPG respectivo. 

 
7. Determinación de inicio en Cuaderno de Antecedentes 

. El veintiuno de agosto de dos mil veintitrés, derivado del 

consentimiento otorgado, se determinó el inicio del PES en materia de VPG, en 

contra del medio de comunicación “Quequi”, por la posible comisión de 

conductas generadoras de VPG, cometidas en agravio de la quejosa, en su 

calidad de  del Ayuntamiento del Municipio de l, 

Quintana Roo.  

 

3. Sustanciación de la queja .  

8. Registro. El veintidós de agosto, ante lo ordenado en el antecedente previo, la 

autoridad instructora ordenó adjuntar las constancias relativas a la copia del 

expediente , acta circunstanciada de inspección ocular con fe 

pública de fecha dos de agosto del año en curso, escrito de consentimiento 

signado por la quejosa y el auto de fecha de veintiuno de agosto (dictado dentro 

cuaderno de antecedentes , a efecto de registrar la 

queja bajo el número de expediente . Asimismo, 

ordenó la remisión de las constancias citadas a la presidencia de la Comisión 

de Igualdad y no discriminación para su conocimiento.  

 

9. Admisión y emplazamiento. El veintitrés de agosto, la autoridad instructora 

determinó admitir a trámite la queja y emplazar a las partes para que 

comparecieran a la audiencia de ley.  

 
10. Audiencia de Pruebas y Alegatos. El cuatro de septiembre, se llevó a cabo la 

referida audiencia, en la que hizo constar la comparecencia por escrito de la 
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quejosa, y en relación a la parte denunciada, se precisó que esta no compareció 

de forma personal, ni por escrito a la audiencia4. 

 
11. Remisión de expediente e informe circunstanciado. El cinco de septiembre, 

la autoridad instructora, remitió a este Tribunal el expediente 

, así como el informe circunstanciado. 

 

3. Sustanciación ante el Tribunal Electoral. 

12. Recepción del Expediente. En la misma fecha del antecedente anterior, se 

recibió en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el expediente formado con 

motivo de la instrucción del presente procedimiento, mismo que fue remitido a 

la Secretaría General de Acuerdos, a efecto de que se lleve a cabo la 

verificación de su debida integración. 

 
13. Turno a la ponencia. El ocho de septiembre, el Magistrado Presidente, acordó 

integrar el expediente , turnándolo a la ponencia a su cargo por 

así corresponder al orden de turno. 

 
14. Requerimiento. En la misma fecha, se requirió a la Secretaría de este Tribunal 

realice la inspección del contenido de la memoria tipo USB, que el Instituto 

remitió, en los términos precisados en el acuerdo respectivo y el once de 

septiembre, se dio cumplimiento a lo anterior. 

 

15. Acuerdo de pleno. El doce de septiembre, se emitió el acuerdo de pleno para 

reenviar a la autoridad sustanciadora el presente expediente, a efecto de que 

se realicen todas las diligencias en él precisadas, para que este Tribunal cuente 

con los elementos necesarios para emitir la resolución que en derecho 

corresponde.  

 
4. Diligencias realizadas por el Instituto 

 
4 Se hace mención que derivado de la constancia de admisión del expediente  se notificó 
y emplazó a la parte denunciante la ciudadana  y a la parte denunciada el medio de 
comunicación “Quequi”, corriéndole traslado de la copia digital de todas las constancias que obran en el expediente 
para que comparezcan de forma oral o escrita a la audiencia de pruebas y alegatos.  
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16. Acuerdo de reposición de procedimiento. Conforme a lo ordenado por este 

Tribunal, el trece de septiembre la autoridad instructora ordenó mediante 

acuerdo, realizar la inspección ocular con fe pública de los siguientes enlaces:  

1.  (Se viraliza nepotismo de , fecha 

doce de febrero del 2022) 

2.  (Da  puñalada a Morena, fecha 

dieciséis de febrero del 2022) 

 

17. Requerimiento de información. El catorce de septiembre, mediante oficio 

, la Dirección Jurídica solicitó al periódico Quequi que, por 

conducto de su representante legal, proporcionara la siguiente información:  

 
1. Si realizó la publicación de una nota en la que se haya utilizado el encabezado “  

LICENCIADA PIRATA”, de ser afirmativa su respuesta, proporcionara el ejemplar o el URL en el 

que pueda ser consultado el mismo.   

2. Si realizó la publicación de una nota periodística en la que se haya utilizado el encabezado “LE 

PISAN TALONES A ”, de ser afirmativa su respuesta, proporcionara el ejemplar 

o el URL en el que pueda ser consultado el mismo.  

3. Si realizó la publicación de una nota periodística en la que se haya utilizado el encabezado 

“Denunciarían a  por nepotismo”, de ser afirmativa su respuesta, proporcionara el 

ejemplar o el URL en el que pueda ser consultado el mismo. 

 

18. Inspección ocular. El catorce de septiembre, la autoridad sustanciadora 

desahogó la diligencia de inspección ocular con fe pública de los enlaces 1 y 2 

precisados en el antecedente 16. 

 
19. Solicitud de prórroga del Quequi. El veintiuno de septiembre, se recibió en la 

cuenta de correo institucional de la Dirección Jurídica del Instituto, el escrito 

mediante el cual, quien se ostenta como el apoderado legal del periódico 

Quequi, solicitó una prórroga a efecto de dar contestación al requerimiento de 

información precisado en el antecedente 17. 

 
20. Se concede prorroga. En la misma fecha, la Dirección concedió una prórroga 

de tres días al Quequi, el cual comenzó a partir del día siguiente de la 

notificación del oficio . 

 

21. Respuesta del Quequi. El veinticuatro de septiembre, se recibió en la cuenta 

de correo institucional, el escrito mediante el cual, quien se ostenta como 
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apoderado legal del Quequi, dio contestación al requerimiento de información 

de los siguientes enlaces:  

1.  (Le pisan talones a , fecha 

diez de febrero del 2022) 

2.  

(Denunciarían a  por nepotismo, fecha dos de febrero del 2022) 

3.  Licenciada pirata, fecha veintiuno 

del febrero de 2022) 

 

22. Inspección ocular. El veintiséis de septiembre, la autoridad sustanciadora 

desahogó la diligencia de inspección ocular con fe pública de los enlaces 1, 2 

y 3 mencionados en el antecedente previo, así como de las imágenes que el 

medio de comunicación denunciado, adjuntó a su contestación.  

 

23. Segundo requerimiento de información. El veintiséis de septiembre, del 

resultado de la inspección ocular, se realizó un nuevo requerimiento de 

información al medio de comunicación, mediante oficio  

consistente en las notas periodísticas siguientes:  

 
1. , LA ISLA DEL NEPOTISMO” 

2. “SOLAPA  A INDESEADOS”  

3. “VAN CONTRA NEPOTISMO DE ” 

4. “COMPADRAZGO DE PODER EN ” 

5. , PEOR QUE PERLITA” 

6. “ENRIQUECE  SU PROLE”  

7. “IMPARABLE EL NEPOTISMO EN ” 

 

24. Segunda respuesta del Quequi. El treinta de septiembre, se recibió en la 

cuenta del correo institucional de la Dirección Jurídica del Instituto, el escrito 

mediante el cual el apoderado legal del Quequi, dio contestación al 

requerimiento de información referido en el antecedente anterior, ofreciendo los 

enlaces siguientes:  

1. , la isla del nepotismo, fecha treinta 

y uno de enero del 2022) 

2.  (Solapa J  a indeseados, fecha primero 

de febrero del 2022) 

3.  (Van contra nepotismo de  dos de 

febrero del 2022) 

4. (Compadrazgo de poder en , fecha 

de nueve de febrero del 2022) 

5.  peor que Perlita, fecha once de 

febrero del 2022) 
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6. (Enriquece  a su prole)5 

7.  (Imparable el nepotismo en  fecha 

cuatro de octubre del 2022) 

 

25. Inspección ocular. El dos de octubre, la autoridad sustanciadora desahogó la 

diligencia de inspección ocular con fe pública del contenido de los enlaces 1, 2, 

3, 4, 5 y 7 mencionados en el anterior antecedente.  

 

26. Tercer requerimiento de información. El cuatro de octubre, mediante oficio 

, se solicitó nuevamente al apoderado legal del Quequi que 

desahogara un requerimiento de información, a efecto de que proporcione las 

notas periodísticas con encabezados siguientes:  

1. “COMPADRAZGO DE PODER EN ”  

2. “ENRIQUECE A SU PROLE” 

3. “IMPARABLE EL NEPOTISMO EN ” 

 

27. Tercera respuesta del Quequi. El ocho de octubre, se recibió en la cuenta de 

correo institucional, el escrito mediante el cual se dio contestación al 

requerimiento de información de las notas mencionadas anteriormente: 

1. (compadrazgo de poder en , nueve 

de febrero 2022) 

2.  (Imparable nepotismo de , cuatro de 

octubre del 2022) 

De igual forma, se adjuntó en formato PDF el ejemplar de la nota periodística bajo el titular de “Enriquece 

a su prole” de fecha del diecisiete de febrero del año 2022. 

 

28. Inspección ocular. El diez de octubre, la autoridad sustanciadora desahogó la 

diligencia de inspección ocular con fe pública de los enlaces 1 y 2, así como del 

ejemplar del periódico, todos ellos mencionados en el antecedente previo 

 

29. Admisión, emplazamiento y citación para audiencia de pruebas y 

alegatos. El once de octubre, se emitió la constancia de admisión y se ordenó 

notificar y emplazar a la  y al denunciado por conducto de 

su apoderado legal, corriéndole traslado de las copias digitales que obran en el 

expediente para que comparezcan de forma oral o escrita a la audiencia de 

pruebas y alegatos, notificándose respectivamente esta determinación a la 

 
5 Cabe señalar que el medio de comunicación no proporcionó link o PDF referente a esa nota. 
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quejosa y al Periódico Quequi por conducto de su apoderado legal, mediante 

oficios  y .   

 

30. Recepción de escrito de comparecencia y alegatos. El diecinueve de 

octubre, se recibió en la cuenta de correo electrónico institucional de la 

Dirección jurídica del Instituto, los escritos signados por quién se ostenta como 

apoderado legal del Quequi y la quejosa a la audiencia de pruebas y alegatos. 

 

31. Auto de suspensión de actividades del Instituto. El veinte de octubre, se 

dictó un auto por el cual se tuvo por suspendidos los plazos legales dentro del 

expediente, por cuanto al diecinueve de octubre, derivado de la contingencia 

de fuerza mayor relativa a la falta de suministro eléctrico en las instalaciones 

del instituto. 

 
32. Audiencia de Pruebas y Alegatos. El veinte de octubre, se llevó a cabo la 

referida audiencia, en la que se hizo constar la comparecencia por escrito de la 

parte quejosa y denunciada, esta última por conducto de quien se ostenta como 

apoderado legal del medio de comunicación Quequi. 

 
33. Remisión de expediente e informe circunstanciado. El veintitrés de octubre 

la autoridad instructora, remitió las constancias relativas al expediente 

PES/003/2023 del índice de este Tribunal, así como el informe circunstanciado. 

 

5. Reenvío del Tribunal Electoral. 

34. Remisión a la ponencia. El veinticuatro de octubre, la Secretaría de este 

Tribunal acordó remitir al magistrado instructor de la causa el expediente 

PES/003/2023, con las constancias remitidas por el Instituto para su debida 

resolución, en atención a que originalmente fue turnado a dicha magistratura.  

 

CONSIDERACIONES. 

 
1. Jurisdicción y Competencia. 

35. Este Tribunal, es competente para conocer y resolver el presente asunto 

iniciado de manera oficiosa, derivado de las diligencias de investigación 

realizadas por el Instituto, con motivo de las constancias que integran el 
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cuaderno de antecedentes , formado por las 

publicaciones realizadas por el medio de comunicación denominado 

comercialmente como “Quequi”, por la posible comisión de conductas 

generadoras de violencia política contra las mujeres en razón de género, 

cometidas en agravio de la ciudadana , en su 

calidad de  del Ayuntamiento de l, Quintana Roo, 

quien a pregunta expresa manifestó su consentimiento para realizar el inicio del 

PES en materia de VPG. 

 
36. Lo anterior, tiene fundamento en los artículos 116, fracción V, de la Constitución 

Federal; 49 fracciones II, párrafo octavo de la Constitución local; 203, 204, 206, 

220 fracciones II, 221 fracción VIII, de la Ley de Instituciones, así como lo 

dispuesto en el capítulo cuarto, relativo al PES en Materia de VPG, 

especialmente en lo dispuesto en los artículos 435 y 438 de la Ley de 

Instituciones en cita, en correlación con lo previsto en los artículos 3 y 4, del 

Reglamento Interno del Tribunal. 

 
37. Máxime que la reforma6, modificó diversas disposiciones legales, entre ellas la 

Ley General de Instituciones, para determinar que, en las entidades federativas 

se debía reglamentar el PES en materia de VPG, para que, las denuncias sean 

atendidas y resueltas a través del PES, en donde se creó dentro de Título 

Segundo de la Ley de Instituciones, el Capítulo Cuarto, denominado, “Del 

Procedimiento Especial Sancionador en Materia de Violencia Política Contra 

las Mujeres en Razón de Género” las cuales fueron publicadas en el Periódico 

Oficial el Estado de Quintana Roo, el ocho de septiembre de año dos mil veinte. 

 
38. Por ello, se justificó la necesidad de implementar los mecanismos legales que 

protejan los derechos políticos por razón de género, porque el cargo de la 

persona presuntamente afectada con esta conducta, deriva del voto popular y 

se trate de un cargo público por elección. 

 

2. Causales de improcedencia. 

 
6 Reforma en materia de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género, de fecha trece de abril de dos mil 
veinte. 
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• Si bien en las notas pudieran identificarse algunas opiniones del medio de 

comunicación en torno a la información presentada, de ninguna manera podrá 

concluirse que se trata de expresiones cuya base sea la condición de mujer de la 

quejosa. 

 

• Aunado a que la Sala Superior estableció que la actividad periodística goza de la 

presunción de licitud, por lo que debe desvirtuarse esta cuando exista prueba en 

contrario. 

 

• Finalmente, hizo alusión al criterio sustentado por la Sala Guadalajara relacionado 

con la utilización de la regla de la inversión, para saber si en el caso existe VPG, 

dado que si en la información publicada se cambia de sexo al protagonista de la 

información, se determine si el efecto es el mismo. 

 

• Es decir, la autoridad podrá concluir que con independencia de si la persona a la 

que se alude sea mujer u hombre, lo que se realizó es una labor periodística sin 

estereotipos de género y sin ejercer ningún tipo de violencia en contra de la 

quejosa por su condición de mujer. 

 

• Máxime que, al referirse a una figura pública, tiene un margen de tolerancia más 

amplio a las críticas Jurisprudencia 46/2016 y esta es una persona que ostenta un 

cargo de elección popular y las publicaciones denunciadas son resultado de un 

ejercicio de investigación periodística que dan cuenta de las acciones que realiza, 

debiéndose maximizar la protección del derecho a la libertad de expresión, trabajo 

de investigación así como la publicación de información de interés público 

jurisprudencia 11/2008. 

 

• De esta forma, si bien se tienen acreditados los hechos en los que se basa la 

acusación, es necesario el análisis de los cinco elementos que la jurisprudencia 

de la Sala Superior establece para determinar si fueron cometidos en contra de 

una mujer por el hecho de ser mujer o si tiene un impacto diferenciado, con el fin 

de demostrarse que los actos y omisiones que se acusen contengan elementos 

de género y no solo que se acredite la existencia de las conductas enlistadas 

en el artículo 20 ter de la Ley General de Acceso o Ley de Acceso. 

 

 

 

4. Metodología. 

42. El caso que nos ocupa dentro del PES, se constriñe en determinar si los hechos 

seguidos de oficio en agravio de la , 

constituyen VPG. 

 
43. Ahora bien, para estar en aptitud de declarar lo anterior, por cuestión de método 

se procederá al examen y valoración de las pruebas que obran en el 

expediente; seguidamente se verificará si se acreditan los hechos 

presuntamente constitutivos de VPG; se analizarán las disposiciones relativas 

a la VPG; y en su caso, se determinará si existe o no la infracción imputada y 

de ser el caso, se establecerán las medidas de reparación integral que 

correspondan. 
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44. Conforme a la metodología señalada, se procede al estudio motivo de la queja, 

en la que se analizará la legalidad o no de los hechos denunciados en el 

presente asunto, así como la verificación de su existencia y las circunstancias 

en las que se llevaron a cabo, ello a partir de los medios de prueba que obran 

en el expediente. 

 
45. Lo anterior, acorde con la argumentación recogida en el criterio jurisprudencial 

19/2008 de rubro: “ADQUISICIÓN PROCESAL EN MATERIA 

ELECTORAL10”, en esta etapa de valoración se observará uno de los principios 

fundamentales que regula la actividad probatoria que tiene como finalidad 

esencial el esclarecimiento de la verdad legal, y que es el de adquisición 

procesal, por lo que en su momento, la valoración de las pruebas que obran en 

autos, habrá de verificarse en razón de este principio en relación con las partes 

involucradas dentro del presente PES, y no sólo en función a las pretensiones 

del oferente. 

 
46. De igual forma se tendrá presente que en términos del artículo 412 de la Ley 

de Instituciones, sólo son objeto de prueba los hechos controvertidos; por lo 

que no lo será el derecho, los hechos notorios o imposibles, ni aquellos que 

hayan sido reconocidos por las partes en el procedimiento que nos ocupa. 

 
 

ESTUDIO DE FONDO 

 

47. El análisis de la existencia o inexistencia de los hechos se realizará de 

conformidad con las pruebas que integran el expediente, las reglas de la lógica, 

sana crítica y la experiencia, así como, a los principios dispositivo y de 

adquisición procesal en materia de la prueba11, con el objeto de que produzcan 

convicción sobre los hechos denunciados12. 

 
48. En ese contexto, este órgano jurisdiccional se abocará a la resolución del PES 

que nos ocupa con base en el material probatorio que obra en el expediente. 

 
10 Consultable en el siguiente link: 
http://www.te.gob.mx/documentacion/publicaciones/compilacion/jurisprudencia v1 t1.pdf 
11 Criterio jurisprudencial 19/200811 de rubro: “ADQUISICIÓN PROCESAL EN MATERIA ELECTORAL”. 
12 Ley General artículo 462 y 21 de la Ley de Medios. 
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• Documental privada.  Consistente en la respuesta del Quequi 

de fecha treinta de septiembre en el cual dio contestación al 

requerimiento de información solicitada  

 

• Documental pública.  Consistente en el acta circunstanciada de 

inspección ocular con fe pública de fecha dos de octubre del año 

en curso, misma que obra agregada en los autos del expediente 

en que se actua.  

 

• Documental privada.  Consistente en la respuesta del Quequi 

de fecha ocho de octubre en el cual dio contestación al 

requerimiento de información solicitada  

 

• Documental pública.  Consistente en el acta circunstanciada de 

inspección ocular con fe pública de fecha diez de octubre del año 

en curso, misma que obra agregada en los autos del expediente 

en que se actua. 

 

• Documental pública. Consistente en la copia certificada del 

cuaderno de antecedentes  emitida por el 

Instituto. 

 
 

Por el Tribunal14 

 

Documental pública. Consistente en la diligencia de inspección 
ocular de fecha once de septiembre del año en curso, realizada 
por la Secretaria General de Acuerdos del Tribunal Electoral de 
Quintana Roo. 
 

Pruebas que fueron admitidas por la autoridad sustanciadora y 

desahogadas por su propia y especial naturaleza.  

 

 

2. Valoración legal y concatenación probatoria. 

49. Son objeto de prueba los hechos controvertidos, no lo será el derecho, los 

hechos notorios o imposibles, ni aquéllos que hayan sido reconocidos. 

 
50. En específico, las documentales públicas tendrán valor probatorio pleno, 

salvo prueba en contrario respecto de su autenticidad o de la veracidad de los 

hechos a que se refieran15, toda vez que fueron emitidas por la autoridad en 

ejercicio de sus atribuciones, de conformidad con el artículo 413 de la Ley de 

Instituciones. 

 
51. Cabe mencionar, que este órgano jurisdiccional ha estimado que las 

 
14 Cabe señalar que la autoridad sustanciadora remitió al Tribunal copia certificada del cuaderno de antecedentes 

 por lo que esta probanza al reenviarse el expediente mediante acuerdo de pleno, esta probanza 
fue remitida al Instituto. 
15 Artículo 22 de la Ley de Medios. 
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inspecciones oculares realizadas por el personal del Instituto, deben 

atenderse de manera integral, esto es, se da fe no sólo del contenido textual 

de las actas, sino también de los anexos que forman parte de las mismas y 

que le constaron al funcionario que las realizó. 

 
52. Así, mediante dichas actas de inspección ocular, la autoridad instructora 

certifica y hace constar la información que se encuentra publicada en las 

referidas páginas de internet por lo que la valoración de aquellas como prueba 

plena, radica exclusivamente en la existencia y contenido de las publicaciones 

virtuales certificadas; es decir, el funcionario público únicamente certifica lo 

que se encontraba publicado en los links, videos o páginas de internet en la 

fecha de la certificación; pero de ninguna manera constituye una prueba plena 

respecto de los efectos o alcances que de su contenido pretende derivar el 

quejoso, ya que ello depende de un análisis específico y de la adminiculación 

con otro tipo de pruebas, que en su caso, integren el expediente. 

 
53. Por otra parte, es preciso señalar que ha sido criterio reiterado de la Sala 

Superior que los instrumentos notariales, así como los documentos que 

contienen una fe de hechos son documentales públicas que hacen prueba 

plena de todo lo que el notario que actúa en el desempeño de sus funciones 

percibe con sus sentidos y da testimonio de lo que sucedió en su presencia, es 

decir, dichos documentos hacen prueba plena por cuanto a su contenido.  

 
54. No obstante, los instrumentos notariales, de ninguna manera constituyen 

prueba plena respecto del alcance que de su contenido pretenda dar el quejoso, 

puesto que tal cuestión compete a este Tribunal al realizar el análisis del 

contenido de dicho instrumento. 

 
55. Ahora bien, dada la naturaleza de las pruebas, se consideran como 

documentales privadas todos los documentos expedidos por los partidos 

políticos, coaliciones o particulares, y demás que aporten las partes, siempre 

que resulten pertinentes y relacionadas con sus pretensiones; por lo que 

dichas documentales servirán como indicio en relación a su contenido y que 

vistas en su conjunto pueden generar convicción sobre la veracidad de las 

pretensiones formuladas por quien las ofrezca, conforme a lo previsto en los 
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numerales 16 fracción II de la Ley de Medios y 413, párrafo tercero de la Ley 

de Instituciones. 

 
56. Asimismo, en el presente procedimiento se ofrece la instrumental de 

actuaciones y la presuncional en su doble aspecto legal y humana, pruebas 

que en términos del tercer párrafo del artículo 413 de la Ley de Instituciones, 

en relación con el 16, fracción VI, de la Ley de Medios, sólo harán prueba plena 

cuando, a juicio de este Tribunal, de los elementos que se desprendan de ellas, 

adminiculados con las demás pruebas, los hechos afirmados, la verdad 

conocida y el recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, se genere 

convicción sobre la verdad y serán valoradas en su conjunto y atento a las 

reglas de la lógica, la sana crítica y de la experiencia. 

 
3. Hechos acreditados.  

57. Del estudio realizado a los medios de prueba, las constancias emitidas y 

recabadas por la autoridad instructora que obran en el expediente, al constituir 

el objeto de la valoración legal y concatenación probatoria que este Tribunal 

realiza de las mismas, se tienen por acreditados los siguientes hechos 

relevantes para la resolución del presente asunto. 

 
i. Calidad de la parte quejosa Es un hecho acreditado para esta autoridad que la 

denunciante ciudadana , ostenta la calidad de 
  

 

ii. Calidad de la parte denunciada. Es un hecho público y notorio para esta 
autoridad que la parte denunciada ostenta la calidad de medio de comunicación, 
el cual es conocido comercialmente como Periódico “Quequi”. Asimismo, de autos 
se acreditó que la persona moral GRUPO INFORMÁTICO CANCÚN CARIBE, S.A. 
DE C.V. es la propietaria de dicho periódico16. 
 

iii. Existencia de impresiones periodísticas del medio de comunicación 
denominado “Quequi”. De las constancias que obran en el expediente, se puede 
advertir que el procedimiento oficioso deriva de las publicaciones contenidas en 
los instrumentos notariales 301 y 509, mismos que forman parte del expediente 

que a su vez integra el presente asunto. 
Asimismo, para acreditar la existencia de dichas publicaciones, la autoridad 
instructora producto de los requerimientos de información que realizó, así como de 
las diversas inspecciones oculares levantadas en fechas catorce y veintiséis de 
septiembre, dos y diez de octubre, certificó la existencia y contenido de diez 

 
16 Ello porque así lo refirió Carlos Gabriel Carranza Pérez, quien se ostenta con la calidad de apoderado legal de la 
persona moral Grupo Informático Cancún Caribe S.A. de C.V., propietario del periódico Quequi, así como por resultar 
un hecho público y notorio para este Tribunal que obra agregado en el expediente a foja 42 el oficio UTC/172/2023 de 
uno de agosto, signado por el Titular de la Unidad Técnica de Comunicación Social del Instituto, que proporciona los 
datos del director jurídico y el domicilio del periódico “Quequi”, además de así advertirse en el sitio de internet del 
periódico Quequi, se encuentra la información relativa al equipo editorial disponible en: 
https://www.periodicoquequi.com/press-center/ así como del ejemplar impreso que el medio de comunicación ofreció 
como anexo al escrito de respuesta al requerimiento de información hecha mediante oficio DJ/0477/2023.  
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discapacidad; o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y que tenga por 

objeto menoscabar o anular los derechos y libertades de las personas. 

 

Al respecto, en el Amparo en Revisión 495/2013, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación17 analizó la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 

destacó que la ley responde a una finalidad constitucional de "previsión social", que 

encuentra su razón subyacente en el respeto al derecho humano de la mujer para 

vivir sin violencia física, sexual o psicológica en la sociedad, pues la violencia contra 

este género impide y anula el ejercicio de sus derechos civiles, políticos, 

económicos, sociales y culturales. 

 

Ahora bien, la SCJN, ha reconocido la importancia de la perspectiva de género en el 

acceso de las mujeres a la justicia, partiendo para ello de la interpretación de la 

Convención de Belém do Pará y de la Convención Sobre la Eliminación de Todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer (por sus siglas en inglés CEDAW), 

precisando que las autoridades jurisdiccionales están obligadas a analizar el marco 

normativo e institucional a fin de detectar la posible utilización de estereotipos sobre 

las funciones de uno u otro género, pues sólo así podrá visualizarse un caso de 

discriminación o vulnerabilidad por razones de género, dando paso a un acceso a la 

justicia efectivo e igualitario18. 

 

De igual manera, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 

la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”19, establece el derecho 

de las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el 

privado, el de acceso a las funciones públicas y a ejercer libre y plenamente sus 

derechos políticos.  

 

En tanto, la Convención de los Derechos Políticos de la Mujer20, establece que las 

mujeres tendrán derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones 

públicas establecidas por la legislación nacional, en igualdad de condiciones con los 

hombres, sin discriminación alguna.  

 

Así, en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer21, se establece que los estados tomarán las medidas apropiadas para 

eliminar la discriminación contra las mujeres en la vida política y pública del país, así 

como, garantizar el acceso de las mujeres en igualdad de condiciones al voto y a ser 

electas. 

 

Con la reforma de dos mil veinte, se promovió la intención de prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia política en razón de género en contra de las mujeres, así como 

establecer medidas de protección y reparación del daño, entre otras cuestiones. 

 

 
17 En adelante SCJN. 
18 Véase la Tesis aislada 1a. XCIX/2014 (10a.) de la primera Sala de la SCJN, de rubro “ACCESO A LA JUSTICIA 
EN CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PAÍS DEBEN IMPARTIR 
JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”. 
19 Véanse los artículos 3, 4, inciso j) y 5 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”, consultable en 
http://www.gobernacion.gob.mx/work/models/SEGOB/comision/internacional/1_13.%20Convencion%20de%20Belem
%20Do%20Para.pdf 
20 Véanse los artículos II y III de la Convención de los Derechos Políticos de la Mujer, consultable en 
http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D45.pdf 
21 Véase el artículo 7, de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
consultable en https://www.te.gob.mx/transparencia/media/files/c2c3a9e4e13b788.pdf  
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En concordancia con lo anterior y en el marco de las nuevas reformas en materia de 

violencia contra las mujeres en la entidad, la Ley General de Acceso de las Mujeres 

a una Vida Libre de Violencia22, se propuso definir los tipos de violencia contra 

las mujeres, siendo entre otras, la psicológica, física, patrimonial, económica, sexual 

moral, obstétrica, contra los derechos reproductivos, además de las anteriores la Ley 

de Acceso contempla la violencia vicaria. 

 

De igual manera, la Ley23 reseñada en el párrafo que antecede, define a la violencia 

política, como toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de 

género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o 

resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos 

y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 

inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la 

toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos 

públicos del mismo tipo. Además, establece cuando las acciones u omisiones se 

basan en elementos de género, y esto es, cuando se dirijan a una mujer por su 

condición de mujer; le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto 

diferenciado en ella. 

 

Por su parte, la Sala Superior24 determinó que, la violencia política contra las 

mujeres comprende todas aquellas acciones u omisiones de personas, servidoras o 

servidores públicos que se dirigen a una mujer por ser mujer, tienen un impacto 

diferenciado en ellas o les afectan desproporcionadamente, con el objeto o resultado 

de menoscabar o anular sus derechos político-electorales, incluyendo el ejercicio del 

cargo. 

 

Ahora bien, en el marco normativo local, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia del Estado de Quintana Roo25, establece en su artículo 1, que las 

disposiciones en ella contenidas son de orden público, de interés social y de 

observancia general en el Estado, al complementar y desarrollar a la Ley General de 

Acceso, por tener como objeto el establecer las disposiciones jurídicas aplicables en 

el Estado de Quintana Roo y sus Municipios para que, desde la perspectiva de 

género, se prevenga, sancione y erradique la violencia contra las mujeres; así como 

se establezcan los principios y modalidades para garantizar a las mujeres su acceso 

 
22 Véase el artículo 6, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
23 Véase el artículo 20 Bis. 
24 Jurisprudencia 48/2016 de rubro y texto: VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS 
AUTORIDADES ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS 
ELECTORALES. De lo dispuesto en los artículos 1°, 4°, 35 y 41, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4, inciso j), de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer; II y III de la Convención de los Derechos Políticos de la Mujer; y 7, inciso a), de la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; así como lo establecido en el Protocolo, se 
concluye que la violencia política contra las mujeres comprende todas aquellas acciones u omisiones de personas, 
servidoras o servidores públicos que se dirigen a una mujer por ser mujer, tienen un impacto diferenciado en 
ellas o les afectan desproporcionadamente, con el objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos 
político-electorales, incluyendo el ejercicio del cargo. El derecho de las mujeres a una vida libre de discriminación 
y de violencia, se traduce en la obligación de toda autoridad de actuar con la debida diligencia y de manera conjunta 
para prevenir, investigar, sancionar y reparar una posible afectación a sus derechos. En consecuencia, cuando se 
alegue violencia política por razones de género, problema de orden público, las autoridades electorales deben realizar 
un análisis de todos los hechos y agravios expuestos, a fin de hacer efectivo el acceso a la justicia y el debido proceso. 
Debido a la complejidad que implican los casos de violencia política de género, así como a la invisibilización y 
normalización en la que se encuentran este tipo de situaciones, es necesario que cada caso se analice de forma 
particular para definir si se trata o no de violencia de género y, en su caso, delinear las acciones que se tomarán para 
no dejar impunes los hechos y reparar el daño a las víctimas. 
25 Consultable en: http://documentos.congresoqroo.gob.mx/leyes/L122-XV-20170704-75.pdf  
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a una vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y bienestar conforme a los 

principios de igualdad y de no discriminación.  

 

Asimismo, en dicha ley se establece que toda acción que se desprenda de la 

aplicación e interpretación de esta, tenderá a la prevención, atención y erradicación 

de usos y prácticas de ejercicio de violencia contra las mujeres, así como a su 

correspondiente sanción, en su caso, sea con base en sus disposiciones o en 

cualesquiera otras de carácter administrativo, civil o penal tendientes a dichos 

objetivos y que en su aplicación e interpretación se considerarán los principios 

constitucionales de igualdad jurídica entre la mujer y el varón, respeto a la dignidad 

humana de las mujeres, no discriminación y libertad de la mujer, así como las 

previsiones de la Ley General.  

 

De ahí que, la Ley de Acceso refiere que, la VPG puede manifestarse en cualquiera 

de los tipos de violencia reconocidos en ella, y ser perpetrada indistintamente por 

agentes estatales, superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de 

partidos políticos, militantes, simpatizantes, precandidatas, precandidatos, 

candidatas o candidatos postulados por los partidos políticos o representantes de los 

mismos; medios de comunicación y sus integrantes, por un particular o por un grupo 

de personas particulares. 

 

En tal sentido, la VPG, puede expresarse como lo señala el artículo 32 Ter de la 

misma ley, a través del ejercicio de violencia física, sexual, simbólica, psicológica, 

económica o patrimonial en el ejercicio de sus derechos políticos; también al difamar, 

calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que denigre o descalifique a las 

mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, 

con el objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus 

derechos; del mismo modo, al divulgar imágenes, mensajes o información privada 

de una mujer candidata o en funciones, por cualquier medio físico o virtual, con el 

propósito de desacreditarla, difamarla, denigrarla y poner en entredicho su 

capacidad o habilidades para la política, con base en estereotipos de género, y 

cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la 

dignidad, integridad o libertad de las mujeres, en el ejercicio de un cargo político, 

público, de poder o de decisión, que afecte sus derechos políticos y electorales, entre 

otros. 

 

Además, bajo el mismo contexto de la reforma en materia de VPG, se adicionó a la 

Ley de Instituciones26, que los sujetos de responsabilidad -incluidas entre otros a la 

ciudadanía o cualquier persona física o moral- serán sancionados en términos de la 

misma ley cuando se trate de infracciones en materia de VPG. 

 

En el mismo sentido, la referida Ley27 establece que la VPG se manifiesta, entre 

otras, a través de la acción u omisión que lesione o dañe la dignidad, integridad o 

libertad de las mujeres en el ejercicio de sus derechos políticos electorales. 

 

Así, el capítulo cuarto de la reseñada Ley, establece el procedimiento que deberá 

instruir el Instituto,28con motivo de una queja o denuncia en materia de VPG, 

 
26 Véase artículo 394 de la Ley de Instituciones. 
27 Véase artículo 394 Bis de la Ley de Instituciones. 
28 Véase artículo 432 de la Ley de Instituciones. 
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• Las restricciones a este derecho deben fijarse en la ley y ser necesarias 

para asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás y 

la protección de la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral 

pública.  

 

Entonces, la libertad de expresión es un derecho fundamental, a través del cual la 

población de un país puede manifestar sus ideas, incluso en el ámbito político, y que 

sólo puede limitarse por reglas previamente contempladas en las leyes y que tengan 

como propósito asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás y 

la protección de la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral pública. 

 

Máxime cuando en la actualidad, el acceso a Internet, el uso de las plataformas 

electrónicas y redes sociales nos permiten estar al tanto de todos los temas a nivel 

nacional e internacional.  

 

Sobre este aspecto resulta orientador lo establecido en la jurisprudencia 19/201634 

a rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN REDES SOCIALES. ENFOQUE QUE 

DEBE ADOPTARSE AL ANALIZAR MEDIDAS QUE PUEDEN IMPACTARLAS”. 

 

En el mismo sentido, tal como ya lo ha razonado la Sala Regional Xalapa al resolver 

asuntos en los que se encuentran inmersos medios de comunicación, ha sostenido 

que si bien es cierto que no resulta compatible con la libertad de expresión prohibir 

que un sitio o sistema de difusión publique materiales que contengan críticas al 

gobierno, al sistema político o a las personas protagonistas de éste; en su caso, toda 

limitación a los sitios web u otros sistemas de difusión de información será admisible 

en la medida que sea compatible con la libertad de expresión.  

 

De esta forma, los límites se definen a partir de la protección de otros derechos, tales 

como el del interés superior de la niñez, la paz social, el derecho a la vida, la 

seguridad o integridad de las personas; esto es, las restricciones deben ser 

racionales, justificadas y proporcionales, sin que generen una privación a sus 

derechos. 

 

Es decir, en México existe libertad para manifestar ideas, difundir opiniones, 

información e ideas a través de cualquier medio, la cual solo puede limitarse para 

asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de las demás personas y la 

protección de la seguridad nacional, así como para evitar que se provoque algún 

delito o se perturbe el orden público. 

 

Por ello, resulta relevante conocer el contexto en el que se emite o difunde la 

información, para determinar si hubo, de alguna manera, una afectación a los 

principios o derechos dentro de los cuales se encuentra el derecho a una vida libre 

de violencia.  

 

 

 

5. Estudio del caso Concreto. 

 
34 Consultable en https://www.te.gob.mx/iuse// 
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60. Como se ha expuesto, el presente asunto fue iniciado de manera oficiosa, en 

primera instancia derivado de la vista que este órgano jurisdiccional diera al 

Instituto en un expediente diverso35, en el cual, entre otros medios de prueba, 

se ofreció la relativa a diversos ejemplares del medio de comunicación Quequi, 

mismos que hacían alusión a la quejosa, de modo que, producto de las 

diligencias de investigación realizadas por el Instituto, e integradas en el 

cuaderno de antecedentes  previo consentimiento 

dado por la quejosa, esa autoridad ordenó el registro y admisión del PES en 

materia de VPG, en relación con las notas periodísticas que realizó el periódico 

Quequi, dado que pudieron generar la posible comisión de violencia política 

contra las mujeres en razón de género, cometidas en agravio de la ciudadana 

, en su calidad de  

 

 
61. En ese sentido, del análisis de las constancias que integran el expediente 

 que forma parte de este expediente, por ser ofrecida como 

probanza recabada por el Instituto dentro del cuaderno de antecedentes 

, del cual deriva el registro y posterior admisión del 

expediente I , del índice de la autoridad instructora, 

se precisa que de su análisis, se observó que en cuatro publicaciones 

realizadas por el Quequi, aludieron a la persona de la quejosa, y del contenido 

de estas pudiera actualizarse VPG en agravio de la  

 

 
62. Posteriormente, al advertirse por este Tribunal la necesidad de perfeccionar las 

probanzas con el fin de que se pueda esclarecer el contenido de dichas notas, 

se realizó el acuerdo de pleno por el cual se ordenó a la autoridad realizara las 

acciones e investigaciones necesarias que permitan pronunciarse en el fondo 

del presente asunto. 

 
63. De esta forma, producto de los requerimientos de información que 

atinadamente realizó la autoridad instructora, así como de las actas 

circunstanciadas que ordenó levantar a fin de perfeccionar la información 

 
35 del índice de este Tribunal. 
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contenida en autos, es que se tuvo conocimiento de un total de once 

publicaciones realizadas por el periódico Quequi y de estas, se tuvo certeza del 

contenido de diez publicaciones. 

 
64. Así, tal y como se hizo constar en el apartado de hechos acreditados, se 

confirmó la existencia y contenido de un total de diez publicaciones que hacen 

mención a la denunciante, realizadas el treinta y uno de enero; uno, dos, diez, 

doce, dieciséis, diecisiete y veintiuno de febrero; cuatro de octubre y once de 

noviembre, todas ellas del dos mil veintidós, las cuales a dicho de la quejosa 

constituyen una campaña de desprestigio y burla realizada en su contra.  

 
65. Además, la presidenta municipal señaló que la campaña en su contra de igual 

forma tuvo lugar a través de tazas impresas que contenían su imagen y 

encabezados como “SE VIRALIZA NEPOTISMO DE ”, “DA  

PUÑALADA A MORENA”,  LICENCIADA PIRATA”.  

 
66. De esta forma, este Tribunal procederá a realizar el estudio del contenido de 

las notas periodísticas emitidas por el periódico Quequi, así como la aludida 

campaña de desprestigio que la quejosa señala tuvo lugar con la distribución 

de las tazas que contienen los encabezados de las publicaciones que 

supuestamente desprestigian a la , a fin de 

determinar si de su análisis y contenido se advierte la comisión de VPG en 

agravio de la quejosa. 

 
 

6. Decisión. 

67. Expuesto lo anterior, esta autoridad considera que derivado de las pruebas 

presentadas y las recabadas por la autoridad instructora, lo procedente es, 

declarar EXISTENTE la infracción atribuida al periódico Quequi, en relación con 

una publicación objeto de denuncia, puesto que del análisis de las conductas 

que se encuentran plenamente acreditadas, mismas que fueron realizadas a 

través de la edición del periódico Quequi y distribución de las tazas impresas 

con encabezados con publicaciones alusivos a la quejosa, se determinó que de 

conformidad con lo precisado en las probanzas que obran en autos, una de 
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estas actualizaban VPG, conforme las consideraciones que se exponen a 

continuación. 

 
 

7. Justificación de la decisión. 

68. Como ya se mencionó, la problemática a resolver es, si de las múltiples 

publicaciones y conductas atribuidas al periódico denunciado, se actualiza 

VPG, por lo que, para sustentar la decisión arribada por este Tribunal, lo 

procedente es precisar el análisis de las conductas denunciadas a fin de 

determinar si estas son violatorias a la normativa electoral. 

69. Tal y como se precisó en el apartado de antecedentes, derivado de la 

investigación que minuciosamente realizó la autoridad instructora, se obtuvo 

que, además de las notas que este Tribunal advirtió mediante acuerdo de pleno 

de doce de septiembre, que hacían alusión a la  

por lo que se precisaba conocer su contenido para analizar si pudieran 

generar VPG, en contra de la quejosa. La autoridad instructora acreditó la 

existencia del contenido de otras seis publicaciones; es decir, en total se 

acreditó la existencia de diez publicaciones realizadas por el periódico Quequi. 

70. Asimismo, se acreditó que en la publicación realizada por el periódico Quequi 

el diecisiete de febrero de dos mil veintidós, denominada “Causan impacto las 

´ ”, dicho medio de comunicación se atribuyó la 

autoría y distribución de las ”; es decir, tazas impresas que se 

distribuyeron de manera gratuita a través de los voceadores que se encuentran 

en  acompañadas de ejemplares del periódico Quequi. 

71. Para obtener dicha información la autoridad instructora realizó en total tres 

requerimientos de información al periódico Quequi, y producto de los anexos 

recibidos en virtud del primer requerimiento realizado al aludido periódico, el 

veinticinco de septiembre, mediante acuerdo, la autoridad instructora advirtió 

que además del ofrecimiento de la información relativa a los enlaces 

requeridos, el medio de comunicación realizó la emisión de siete publicaciones  

–más- en las que se hacía referencia a la quejosa, por lo cual se ordenó la 
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8. 21-02-2022 ▪  Licenciada pirata. 
(encabezado) 

▪ Usurpa  licenciatura. (nota) 

▪ Respuesta a requerimiento 
 

▪ Acta circunstanciada de 
26/09/2023 

9. 04-10-2022 ▪ Imparable nepotismo de  
(encabezado) 

▪ Respuesta a requerimiento 
 

▪ Acta circunstanciada de 
02/10/2023 

▪ Acta circunstanciada de 
10/10/2023 

10. 11-11-2022 ▪  peor que Perlita. 
(encabezado) 

▪ Respuesta a requerimiento 
 

▪ Acta circunstanciada de 
02/10/2023 

 

73. Del contenido de la Tabla 1., se tiene acreditado plenamente que durante los 

meses de enero, febrero, octubre y noviembre del año dos mil veintidós, el 

periódico Quequi realizó un total de diez emisiones periodísticas, en las que se 

hizo referencia de la quejosa y los tópicos publicados aluden al supuesto 

nepotismo, traición de la quejosa para con el Partido Morena al vincularla con 

el partido MAS, usurpación de licenciatura, comparativa de la quejosa con una 

diversa alcaldesa y el impacto de las  

 

74. Ahora bien, una vez acreditada la existencia del contenido de los enlaces 

precisados en la tabla que antecede, resulta necesario precisar que el enlace 

https://isuu.com/quequi4/docs/quequi9febrero2022 no serán objeto de estudio, ya 

que su contenido no se encontró disponible37. 

 

75. De esta forma, una vez precisadas las publicaciones emitidas por Quequi, se 

procederá a realizar la descripción, estudio y análisis del contenido de las 

mismas, para ello del contenido de la Tabla 2, se precisará en la columna de la 

izquierda la imagen que se acompaña al encabezado y/o nota publicada por el 

periódico Quequi, y en la columna de la derecha se precisa la descripción del 

contenido de la publicación comprendida en la columna izquierda, tal y como 

se advierte a continuación. 

Tabla 2 

 
37 Cabe precisar que el dos de octubre, la autoridad instructora llevó a cabo la diligencia de inspección ocular del URL 

https://isuu.com/quequi4/docs/quequi9febrero2022 sin que de su contenido se pueda apreciar información alguna. 
Posteriormente se realizó un segundo requerimiento al periódico y bajo protesta de decir verdad manifestó que era 
imposible compartir el contenido de dicho vínculo (de ente otros), en virtud de haber transcurrido más de 365 días 
desde su emisión, por lo que se encontraba caducado y por tanto, no puede ser consultado. 
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NOTA 3 

Corresponde a la portada periodística del periódico Quequi de 

fecha miércoles 2 de febrero de 2022, en la imagen se puede 

observar a la quejosa, siendo que en la imagen izquierda 

corresponde al noveno regidor de . Así como se lee la 

nota siguiente: 

“VAN CONTRA NEPOTISMO DE  EXPONDRÁN EL 

TEMA ANTE EL CABILDO DE  Y PODRÍA 

PRESENTARSE DENUNCIA ANTE LA FISCALÍA 

ANTICORRUPCIÓN, AFIRMA EL REGIDOR  

”, “El primer paso es dar de baja a estas personas que 

ingresaron a la actual administración y que son familiares de la 

      

” 

 

 

 

 

NOTA 4 

Corresponde a la portada y nota periodística del periódico 

Quequi de fecha sábado 10 de febrero de 2022, en la primera 

imagen se puede observar a la quejosa acompañada con otros 

funcionarios públicos. En la nota se observa la misma imagen a 

la izquierda y diversas fotos de personas que relacionan como 

parientes de la quejosa. Así como se lee la nota siguiente:  

DENUNCIARAN A  POR NEPOTISMO, 
.  

Quequi.  
Después de que Quequi destapó públicamente el caso de 
nepotismo en el que incurrió la   

  al contratar a familiares directos en el 
Ayuntamiento, su sobrino     
renunció al cargo de jefe de compras en el que ganaba 18 mil 
pesos mensuales; sin embargo, para extinguir el delito de 
nepotismo deberá reintegrar los 72 mil pesos cobrados o tendrá 
que irse a un juicio por daño patrimonial y cualquier ciudadano 
podría realizar la denuncia ante la Fiscalía Anticorrupción. 

, síndico municipal del Ayuntamiento, 
dijo que están a la espera de la próxima sesión de Cabildo que 
se deberá realizar en los próximos días y una vez que los 
integrantes presenten las propuestas del caso en relación con 
la contratación de familiares por parte de la presidenta 
municipal, sea cual sea la votación que se efectúe, dijo que su 
obligación como representante jurídico del Ayuntamiento y del 
pueblo es dar esa certeza jurídica y le dará continuidad a los 
procedimientos legales a que haya lugar. 
Añadió que si los concejales deciden por votación que se acuda 
a los tribunales o ante la Fiscalía Especializada en Combate a 
la Corrupción del Estado de Quintana Roo (Feccqroo), deberá 
cumplir con esta obligación tal y como mandata la Ley. 
Sin embargo, en caso de que los y las concejalas votaran en 
contra o no quisieran pronunciarse contra el nepotismo que se 
llevó a cabo por la actual alcaldesa  al contratar a 
sus sobrinos y otros familiares, será el pueblo quien los califique, 
pero su obligación aun así será la de interponer la denuncia, ya 
que la Ley mandata que deberá garantizar los recursos del 
Municipio de  
En cuanto a la situación, dijo que cualquier regidor puede 
realizar la propuesta para analizar la iniciativa en la sesión, 
aunque también se puede considerar en asuntos generales y ya 
por ministerio de ley se deben de llevar a cabo dos sesiones 
ordinarias al mes y en este momento están a la espera de que 
alguno de los regidores lo proponga. 

, dijo que la ley lo obliga a cumplir con sus 
funciones de síndico municipal, el artículo 22 de la Ley de 
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y quienes se han distinguido por “aconsejarle” lo que tiene que 

hacer en cada caso o situación durante su administración, 

decisiones que tienen que ver más con lo que consideran mejor 

le conviene, pero para sus intereses y no los del pueblo.  

Desde su campaña política, , solamente ha sido 

la cara “bonita” y “bondadosa”, que hizo que se ganara la 

simpatía de los ; sin embargo, quienes han estado 

detrás de ella siempre, son su esposo  y su 

hermano  quienes le dicen cada uno de los pasos 

que debe de seguir. 

La primero les consulta su opinión y con base a ello 

decide lo que puede ser mejor para los , aunque 

en ocasiones no los sea, afectando las pocas buenas 

intenciones que tenga.  

Cabe destacar que  fue secretario general del 

Sindicato de Taxistas, del cual no salió bien librado, ya que 

ocasionó una fractura con el mismo gobernador al negarle su 

apoyo durante su administración, de ahí que desde entonces se 

tiene frenada la liberación de nuevas concesiones para los 

chafiretes, además de que se le señaló de malos manejos 

financieros durante su gestión.  

 piensa que el Ayuntamiento se maneja 

igual que un sindicato como el que dirigió y por esa razón han 

incrustado en la nómina a su hijo , quien con 

mayor madurez pese a su corta edad y falta de experiencia 

política, menor decidió presentar su renuncia, pero sin regresar 

el sueldo que cobró durante tres meses, por lo que el delito por 

nepotismo aún prevalece y los regidores no han querido 

cuestionar al respecto y mucho menos presentar una denuncia 

formal ante la Fiscalía Anticorrupción de Quintana Roo.  

 también abogó por sus dos cuñados 

    , quienes laboran en 

Eventos Especiales y Desarrollo Social, respectivamente, con 

jugosos sueldos, mientras que  metió a su 

sobrino  en la dirección de Turismo, cuando 

éste ni siquiera había concluido su carrera universitaria.  

Asimismo, los “asesores” han respaldado la contratación de 

familiares de los funcionarios más allegados a la Presidencia 

Municipal como es el caso de la regidora  

, quien tienen en su nómina a su prima  

 a su tío , a su padrastro  

, a su novio  y 

abuelastro , todos con muy 

buenos sueldos.  

Además, la regidora morenista , también 

logró colocar a su hermana , como 

coordinadora de programas dentro del DIF Municipal; como 

pago, la actual regidora se encuentra apoyando abiertamente a 

, quien sigue siendo la directora 

general del DIF l, aunque hace unos días fue nombrada 

delegada del partido Movimiento Auténtico Social (MAS) ya que 

será su candidata a la diputación por el  en lo que se 

interpreta como una clara traición de estas dos personalidades 

que llegaron al Ayuntamiento con las siglas de la 4T.  

Sin embargo,  y sus flamantes asesores 

enterados de estos movimientos y hasta lo permiten, por así 

convenir a sus intereses políticos, al tener a una candidata a 

modo que también puedan manipular para su propio beneficio.”.  

“DATO, El cuerpo edilicio tiene en sus manos denunciar a la 

 por nepotismo, lo 

que ha sido evidenciado en publicaciones.”, “CRECE EL 

NEPOTISMO, un caso más de familiares trabajando dentro del 

cabildo,   , regidora,   

 hermana de , coordina programas en el DIF.”, 

 flamante asesor del gobierno municipal 



 
 

PES/003/2023 
 

 39 

y hermano de la  “ , 

esposo de  también tiene un puesto como 

asesor.” “La  pide a sus “asesores” su 

opinión y decide lo que puede ser mejor para los , 

aunque no sea lo más acertado.” 

“COMUNIDAD, Causan impacto las “  en 

SE VIENE OTRA EDICIÓN DE LA NOVEDOSA 

CAMPAÑA.”. 

“ , Por Luis Roel Itzá Quequi, Buen impacto y 

aceptación entre los  tuvo la campaña de 

marketing y posicionamiento del periódico Quequi a través de 

las “  que se estuvieron distribuyendo de manera 

gratuita en diferentes colonias de la isla; ante el éxito ya se está 

preparando una segunda entrega, por lo que puede buscarlo 

con su voceador de preferencia.  

La estrategia de posicionamiento implementado por Grupo 

Quequi, fue a través de los voceadores que se encuentran en la 

isla y que distribuyen los ejemplares en las diferentes colonias 

populares de la isla, en esta ocasión acompañados de una 

como obsequio por su preferencia.  

La noticia de las  corrió como agua entre los dedos 

y en cuestión de minutos los lectores del Quequi buscaron su 

ejemplar del día para obtener su novedoso regalo, con en el que 

pudieran disfrutar su café de preferencia mientras se informan 

del acontecer diario a través de las páginas de Quequi.  

Muchos c se quedaron sin esta edición especial de 

las “ ”, por lo que ya se está preparando una segunda 

del obsequio que periódico Quequi les da a sus asiduos 

lectores.”, “Se estuvieron repartiendo de manera gratuita en las 

diferentes zonas de la isla.” 

  

NOTA 8 

Corresponde a la portada y nota periodística del periódico 

Quequi de fecha lunes 21 de febrero de 2022, en la primera 

imagen se puede observar a la quejosa y arriba de la imagen 

diversas capturas de documentos. En la nota se observa a la 

quejosa a la izquierda siendo así que las demás imágenes 

corresponden a las mismas de la portada. En la tercera imagen 

corresponde a diversas portadas periodísticas donde hacen 

referencia a la quejosa. Así como se lee la nota siguiente: 

, LICENCIADA “PATITO'”, La primera 

autoridad se ostenta en documentos oficiales como una 

profesionista, cuando no hoy evidencia de ello", "  

", "DOCUMENTO 

DEL AYUNTAMIENTO FIRMADO COMO   

", "DICE SER LICENCIADA SEGÚN EL 

PORTAL DEL INAI" "EN EL PORTAL DEL AYUNTAMIENTO 

DE , APARECE COMO LICENCIADA DE 

ADMINISTRACIÓN DE EMPRESAS TURÍSTICAS, 

EGRESADO DE LA UNIVERSIDAD DEL MAYAB, PERO ES 

MENTIRA”, "SE BUSCÓ PERO NO SE ENCONTRÓ.., SE 

RASTREÓ A  EN EL 

REGISTRO NACIONAL DE PROFESIONISTAS", "NO HAY 

NINGUNA CON EL NOMBRE COMPLETO", “SE BUSCÓ EN 

EL REGISTRO NACIONAL DE PROFESIONISTAS SOLO CON 

EL NOMBRE DE PILA… TAMPOCO APARECE”, "NO EXISTE 

CEDULA PROFESIONAL A NOMBRE DE ” 

PROFESIONAL A NOMBRE DE ," "CÓDIGO PENAL 

FEDERAL, FALSEDAD, CAPÍTULO VII.USUARPACIÓN DE 
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importantes y ostentosos sueldos, sin importarle estar 

cometiendo otro delito como es el nepotismo. 

 

AYUNTAMIENTO SOLAPADOR.  

Una prueba más del gobierno “patito” de la  

 es su contralor municipal,  

, nombramiento que se consiguió con una votación muy 

cerrada de seis a favor y cinco en contra de los integrantes del 

Cabildo, ya que se argumentó que esta persona no cuenta con 

el perfil para ocupar la responsabilidad, ya que su grado máximo 

de estudios es el de bachiller en Ciencias Socioeconómicas en 

la Preparatoria Valladolid, de acuerdo a información que se tiene 

en Transparencia.  

Su experiencia laboral en los últimos años es de gerente general 

en la empresa Margon e Hijos S.A de C.V.; contralor en Tequila 

Tour Mi México Lindo y encargado de despacho de Contadores 

Asociados de  sin embargo, no refiere experiencia en 

la administración pública.  

Entre sus responsabilidades está vigilar el ejercicio del gasto 

público y su congruencia con el presupuesto de egresos del 

municipio; supervisar el correcto uso del patrimonio municipal, 

así como el cumplimiento de las normas de control y 

fiscalización de las dependencias municipales. 

Por otro lado, , ha traicionado a Morena, 

partido que la llevó al poder en una coalición con el PVEM, 

institutos que acordaron designar un candidatos al Verde 

Ecologista a la diputación; sin embargo, al no ser del agrado de 

la alcaldesa ha decidido apoyar a su “delfín”, negociando a 

escondidas con el partido Movimiento Auténtico Social (MAS), 

para brindarle su apoyo en el proceso electoral, lo cual queda 

demostrado al tener a sus funcionarios más allegados e 

incondicionales dentro del MAS.  

Sin embargo,  podría cometer una 

traición más si su padrino político, el ahora candidato a la 

gubernatura por Movimiento Ciudadano (MC) José Luis Pech 

Várguez, le pide le regrese el apoyo que le dio cuando fue 

candidata a la     “Un 

gobierno de corrupción y nepotismo es el que encabeza la 

  

NOTA 9 

Corresponde a la portada periodística del periódico Quequi de 

fecha lunes 4 de octubre de 2022, en la imagen derecha se 

puede observar a la quejosa, siendo que en la imagen izquierda 

corresponde a un hombre que relacionan como pariente de la 

quejosa. Así como se lee la nota siguiente:  

“IMPARABLE NEPOTISMO DE  LA  

LOGRA ENQUISTAR EN LA  A SU 

HERMANO , QUIEN AYER FUE 

NOMBRADO ENCARGADO DE DESPACHO.” “  

: HERMANO DE ”.  

“APENAS EL PASADO VIERNES, Quequi reveló las 

intenciones de la alcaldesa de seguir acomodando a su familia 

en puestos claves del gobierno”, “   

”.  
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79. De esta forma, si bien, el periódico denunciado por conducto de su 

representante al comparecer a la audiencia de pruebas y alegatos, manifestó 

que el presente caso es seguido únicamente por cuatro notas periodísticas 

publicadas por su representada, dicha manifestación resulta incorrecta. 

 
80. Lo anterior, debido a que de las diligencias de investigación que la autoridad 

instructora realizó, esta pudo cerciorarse de la existencia y contenido de un total 

de diez publicaciones que aluden a la quejosa, así como se tuvo por acreditada 

la distribución y autoría de las tazas impresas con encabezados alusivos a la 

persona de la , por lo que, al encontrarse en 

autos dichas probanzas, resulta necesario que este Tribunal se pronuncie en 

relación con la totalidad de probanzas que componen el presente expediente. 

 
81. En ese sentido, cabe precisar que el periódico denunciado reconoce la 

existencia de las notas periodísticas publicadas alusivas a la  

 de modo que no constituye objeto de controversia en 

términos del artículo 19 de la Ley de Medios; sin embargo, que dicho medio de 

comunicación niega categóricamente que de su contenido se desprendan 

expresiones o señalamientos que generen o constituyan VPG. 

 
82. Por ende, este Tribunal deberá realizar el análisis de los tópicos publicados por 

el periódico denunciado, ello con el fin de acreditar si de su contenido se 

encuentra actualizada la supuesta VPG en agravio de la  

 así como realizar el pronunciamiento en relación a que si la 

distribución de las tazas que el periódico Quequi realizó como campaña de 

marketing, actualiza la VPG que se denuncia. 

 
83. Lo anterior, pues si bien el periódico denunciado considera que de los alegatos 

vertidos por la quejosa, no refiere que constituyan algún tipo de VPG, porque 

desde su óptica esta no establece de qué manera se le genera un agravio o 

menoscabo a sus derechos políticos-electorales. 

 
84. Ello, porque alega que la quejosa únicamente se limita a señalar una supuesta 

falta de profesionalismo por parte del periódico y que existe coincidencia en 

tiempos con los hechos acontecidos en el cabildo, y por ende, con dichos 
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argumentos considera que los hechos materia del presente PES no pueden 

constituir la infracción que se pretende atribuir al periódico. 

 
85. Lo cierto es que, dicha conclusión a la que arriba el periódico denunciado es 

precisamente la que en todo caso corresponde determinar a este Tribunal, con 

base en el análisis que se realice a los hechos y pruebas que obran en autos, 

dado que el derecho de las mujeres a una vida libre de discriminación y de 

violencia, se traduce en la obligación de toda autoridad de actuar con la debida 

diligencia y de manera conjunta para prevenir, investigar, sancionar y reparar 

una posible afectación a sus derechos38. 

 
86. Para ello, se tomará en consideración el criterio sustentado por la Sala 

Superior, quien ha señalado que en casos de VPG, la prueba que aporta la 

víctima goza de presunción de veracidad sobre lo que acontece en los hechos 

narrados. Toda vez que en caso de presentarse cualquier tipo de violencia 

política contra las mujeres, dada su naturaleza, no se puede esperar la 

existencia cotidiana de pruebas testimoniales, gráficas o documentales que 

tengan valor probatorio pleno, es por ello que, la aportación de pruebas de la 

víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho.  

 
87. En ese sentido, la manifestación por actos de VPG, si se enlaza a cualquier 

otro indicio o conjunto de indicios probatorios, aunque no sea de la misma 

calidad, generan convicción ya que en conjunto se puede integrar prueba 

circunstancial de valor pleno, tal y como se han pronunciado diversas salas que 

integran el TEPJF, al realizar  el análisis de asuntos jurídicos que involucran 

VPG, al acudir al principio de la reversión de la carga de la prueba, tal y como 

se advierte en las sentencias SUP-REC-133/2020, SUP-REC-185/2020 y SX-

JDC-350/2020, por citar algunos, en donde en esencia, se ha sostenido que en 

casos de VPG la prueba que aporta la víctima goza de presunción de 

veracidad sobre lo que acontece en los hechos narrados. 

 
88. Por tanto, en el siguiente apartado, serán objeto de análisis las publicaciones 

contenidas en la Tabla 2., y Tabla 3., a efecto de estar en aptitud de determinar 

 
38 Tal y como lo estableció la Sala Superior en la jurisprudencia 48/2016. 
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si estas publicaciones e impresión y distribución de tazas contienen conductas 

violatorias a la Ley. 

 

7.1 Análisis de los cinco elementos que establece la jurisprudencia 21/2018 

 
89. Previamente a desarrollar los elementos que la jurisprudencia 21/2018 

establece a fin de determinar si en el caso nos encontramos en presencia de 

actos constitutivos de VPG, cometidos en agravio de la  de 

 se precisa que conforme al marco normativo párrafos arriba citado, 

la Ley General de Acceso (artículo 20 Bis), la Ley de Acceso (Artículo 32 Bis) y 

la Ley de Instituciones (artículo 3, fracción XXI), han desarrollado en similares 

términos el concepto de VPG, conforme a lo siguiente: 

“… es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y 

ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, 

anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una 

o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, 

labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la libertad 

de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de 

precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 

 

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando 

se dirijan a una mujer por su condición de mujer; le afecten desproporcionadamente o 

tengan un impacto diferenciado en ella. 

 

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en esta 

Ley y puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por superiores 

jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, militantes, 

simpatizantes, precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados por los 

partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus 

integrantes, por un particular o por un grupo de personas particulares. 

Lo resaltado es propio. 

 

90. Ahora bien, precisada la anterior definición, se advierte que comparte 

elementos comunes con la jurisprudencia 21/2018, desarrollada por la Sala 

Superior, de modo que, a fin de determinar si el contenido de las publicaciones 

realizadas por el Periódico Quequi actualizan VPG, se procederá a desarrollar 

la naturaleza de la aludida jurisprudencia en los términos siguientes: 

 
91. Por lo que hace al primer y segundo elemento, se tienen por cumplidos, 

porque las acciones que la quejosa denuncia suceden en el ejercicio de un 
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cargo público; es decir en ese momento (meses de enero a noviembre de dos 

mil veintidós) como en la actualidad, la quejosa funge como  

 Quintana Roo y las publicaciones denunciadas fueron 

perpetradas por un medio de comunicación. 

 

92. Para ello, se toma en consideración el contexto político-electoral que 

predominaba al momento de realizarse las publicaciones periodísticas 

denunciadas alusivas a la quejosa en su calidad de  

 ya que las publicaciones se realizaron en su 

mayoría (una en enero y siete en febrero) cuando se desarrollaba en el Estado 

de Quintana Roo, el proceso electoral local ordinario 2021-2022, para la 

elección de gubernatura y diputaciones del Estado. 

 

93. Ahora bien, respecto de las publicaciones denunciadas, si bien estas fueron 

realizadas en la versión impresa y digital del Periódico Quequi, no es óbice para 

que este Tribunal se pronuncie, dado que ha sido criterio sostenido39 por la Sala 

Especializada, que la VPG no sólo se queda en el mundo físico, sino que se 

traslada al mundo virtual, razón por la cual, la protección a las mujeres para 

que tengan una vida libre de violencia, se debe dar en todos los ámbitos 

y en todos los medios; incluido el internet y las redes sociales, por ende, 

también se tiene por actualizado. 

 
94. Por último, se precisa que también se actualizan ambos elementos en relación 

con la conducta consistente en la impresión y distribución de las tazas con la 

imagen de la quejosa y encabezados siguientes: “Le pisan talones a ”, 

“  nepotismo.”, “Solapa a indeseados.”, “Van contra 

nepotismo de .” y “Compadrazgo de poder en ” 

 

95. Por lo que hace al tercer elemento, se estima que este se cumple en una de 

las publicaciones realizadas, se dice lo anterior, porque para que se tenga por 

actualizado este elemento, las publicaciones objeto de denuncia deben 

contener algún tipo de violencia, ya sea simbólica, verbal, patrimonial, 

económica, física, sexual y psicológico, que a continuación se enlistan: 

 
39 Véase el criterio sustentado en el expediente: SRE-PSL-83/2018 consultable en: https://www.te.gob.mx/buscador/ 
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• Violencia patrimonial: Cualquier acto u omisión que afecte la supervivencia de la 

víctima, se manifiesta en la transformación, sustracción, destrucción, retención o 
distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos 
patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades y 
puede abarcar los daños a los bienes comunes y propios de la víctima. 
 

• Violencia económica: Toda acción u omisión que afecta la supervivencia económica 
de la víctima. Se manifiesta a través de limitaciones encaminadas a controlar el 
ingreso de sus percepciones económicas, así como la percepción de un salario menor 
por igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral. 
 

• Violencia Física: Cualquier acto que inflige daño no accidental, usando la fuerza 
física o algún tipo de arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean internas, 
externas, o ambas. 
 

• Violencia sexual: Cualquier acto que degrade o dañe el cuerpo y/o la sexualidad de 
la víctima y que por tanto atente contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una 
expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre la mujer, al 
denigrarla y concebirla como objeto. 
 

• Violencia Psicológica: Cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, 
que puede consistir en: negligencia, descuido reiterado, insultos, humillaciones, 
devaluación, marginación, indiferencia, comparaciones destructivas, rechazo, 
restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales conllevan a la víctima a la 
depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al suicidio.  
 

• Simbólica: El sociólogo francés Pierre Bourdieu40 estableció en la década de los 

setenta, el término violencia simbólica, describiéndola como aquella violencia que no 

utiliza la fuerza física, sino la imposición del poder y la autoridad. Sus manifestaciones 

son tan sutiles e imperceptibles que, es permitida y aceptada por el dominador y el 

dominado. Está presente en todas las relaciones sociales y en todos los niveles, en 

los cuales existe la asimetría entre el dominador quien posee legitimidad, prestigio y 

autoridad y el dominado quien asume que el poder y quien lo tiene, no se cuestiona ni 

se somete41. 

 

En relación con la violencia simbólica, la doctrina destaca 4 formas de 

micromachismos, el mansplaining u “hombre explica42” en el cual, cuando un 

hombre le explica algo a una mujer, lo hará de manera condescendiente, porque, por 

mucho que conozca el tema, siempre piensa que sabe más que ella.; el 

manterrupting u “hombre que interrumpe43” en esta práctica de interrumpir el 

discurso de una mujer por parte de un hombre de manera constante, innecesaria e 

irrespetuosa y, en general, cambiar la dirección de la conversación, se centra en el 

punto de discusión del hombre que interrumpe; el bropiating o “apropiarse del 

colega44” es la acción de apropiarse indebidamente de los productos intelectuales de 

las mujeres sin el consentimiento; y el gaslighting o “iluminación de gas45” en el 

 
40 Bourdieu, Pierre (1979) “Symbolic Power” Critique of Anthropology, 4(13-14): 77-85. 
41Consultable en https://www.gob.mx/conapo/documentos/que-onda-con-la-violencia- 
simbolica?state=published#:~:text=La%20violencia%20simb%C3%B3lica%20es%20la,el%20domin 
io%20y%20la%20sumisi%C3%B3n. 
42 Solnit, Rebeca. Los hombres me explican cosas. Capitán Swing, Madrid, España, 2014. 
43 Violencia de Género en contextos laborales y de formación. Universidad de los Lagos. 
44 IDEM. 
45 Violencia de Género en contextos laborales y de formación. Universidad de los Lagos. Consultable en 
https://direcciondegenero.ulagos.cl/wp-content/uploads/2020/06/gui%CC%81a- micromachismos.pdf 
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cual incluye abuso emocional que lleva a desconfianza, ansiedad y depresión, lo que 

acarrea a suponer que la mujer está exagerando, está loca o imaginando cosas, 

ridiculizando su comentario o pregunta. 

 

96. En ese orden de ideas, del contenido de la publicación realizada el 

diecisiete de febrero, de encabezado y nota “  

 títere, respectivamente, se actualiza violencia 

simbólica, se dice lo anterior porque esta publicación, destaca la influencia del 

esposo y hermano de la presidenta municipal sobre esta, dado que ella no es 

quien gobierna sino sus dos asesores; es decir, dos hombres. Asimismo, 

descalifica a la quejosa al reducir su papel a una cara “bonita” y “bondadosa” y 

con estas afirmaciones se le niega a la quejosa su individualidad y la capacidad 

para dar forma a su propia identidad, dado que se reproduce un estereotipo de 

sometimiento de una mujer respecto de un hombre para participar en política, 

es decir, implica una subordinación o dependencia de la quejosa en la toma de 

decisiones, además de demeritar su participación política a una simple cara 

“bonita”. 

97. Lo anterior porque la violencia simbólica es aquella “amortiguada e invisible”46 

que se da, esencialmente, a través de la comunicación y que se basa en 

relaciones desiguales entre géneros, siendo más efectiva para el violentador 

por ser más sutil, pues se proyecta a través de mecanismos de control social y 

de reproducción de desigualdades, tales como humillaciones, bromas 

machistas, publicidad sexista, micromachismos, desvalorización e 

invisibilización. 

98. En ese sentido, la violencia simbólica incide en las relaciones de poder entre 

géneros a través de actos que ni siquiera se perciben directamente como 

violentos, sino que se trata de una forma que impone la opresión a través de la 

comunicación que pareciera natural, pero que, en el fondo, contribuye a la 

reproducción de esquemas de desequilibrio entre las mujeres y los hombres. 

 
46 El sociólogo francés Pierre Bourdieu, la describe como “violencia amortiguada, insensible e invisible para sus propias 
víctimas, que se ejerce esencialmente a través de caminos puramente simbólicos de la comunicación y del 
conocimiento o, más exactamente, del desconocimiento, del reconocimiento o, en último término, del sentimiento”. 
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4) La traición de  hacia el partido 

Morena consistente a que esta, en conjunto con 

sus allegados, trabajan para restarle votos a su 

partido para favorecer la candidata del partido 

MAS por el Distrito XI;  

16/febrero/2022 

6) La supuesta usurpación de profesiones de  

l, quien firma 

como licenciada sin serlo;  

21/febrero/2022 

7) La comparativa que realizan entre el gobierno 

de  

. 

10/noviembre/2022 

 

103. Se dice lo anterior porque, tal y como la Sala Superior se ha pronunciado, 

estimar que todos los señalamientos que se hagan en contra de las mujeres en 

política, llámese candidatas o funcionarias imperiosamente impliquen VPG, 

sería tanto como desconocer su dignidad, capacidad y autonomía para 

debatir y responder abierta y directamente a determinados señalamientos 

o comentarios. 

 
104. A la misma conclusión se llega al analizar la conducta consistente en la 

impresión y distribución de las tazas que contienen los encabezados siguientes:  

✓   

   

   

   

  

 

105. Puesto que, los encabezados que acompañan a las tazas repartidas no hacen 

referencia a la persona de la quejosa, a partir de la pertenencia de la quejosa 

a su  género, ello, pues no se trata de algún patrón estereotipado, mensaje, 

valor, ícono o símbolo con carga de género que transmita y reproduzca por sí 

solo dominación, desigualdad o discriminación en las relaciones sociales entre 

hombres y mujeres, o que naturalicen la subordinación de la mujer en la 

sociedad. 

106. Sino que estos encabezados contienen una crítica a las actuaciones que realizó 

la quejosa en su calidad de , de modo que, al 

no hacer alusión dichos encabezados a la conidicón de mujer de la 
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▪   
 (nota) 

 

 

 
 

•  

 

 

 

 

 

 

           

 

 

  

  

 

 

 

 

  

  
 
 
 

 

 

109. De esta forma, pronunciamientos como “  

,  

 

 son quienes realmente toman las decisiones en 

 y han convertido al ayuntamiento en un negocio familiar”; , 

alcaldesa títere”, “Los flamantes asesores del gobierno municipal, Eduardo 

 

    son quienes realmente toman las 

decisiones  y tienen convertido en un negocio familiar el 

Ayuntamiento”. 

110. Así como el relativo a “que quienes realmente gobiernan  son 

 

 constituyen expresiones que tienen por 

objeto menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los 

derechos político-electorales de  dado que  

no solo se realizan expresiones con el objetivo de menoscabar su imagen 

pública y limitar sus derechos, sino que haciéndose pasar como una crítica a 

su gestión como alcaldesa, dañan su integridad en el ejercicio de su cargo con 

base en estereotipos de género como lo es el hacer notoria la percepción de 

dependencia con un hombre, como lo es el esposo y hermano de la quejosa. 
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111. Con ello, se pretende generar la idea en el imaginario colectivo de que dos 

hombres influyen e intervienen en sus decisiones, logros o resultados 

profesionales, lo cual retrata una forma de violencia machista que debe 

erradicarse de las contiendas democráticas, sobre todo, porque estas 

expresiones no pueden considerarse propias de la labor periodística, ni del 

ejercicio de libertad de expresión, pues de las mismas se advirtió que se está 

asignando un rol, una característica o un valor a  a partir 

de su sexo o su género. 

112. Es por ello que este Tribunal considera que estas manifestaciones que son 

realizadas en perjuicio , actualizan los 

supuestos establecidos en los artículo 20 Ter fracción IX, de la Ley General de 

Acceso y 32 Ter, fracción XXIX, de la Ley de Acceso, como supuesto en el que 

la VPG puede expresarse, relativos a: “Difamar, calumniar, injuriar o realizar 

cualquier expresión que denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio 

de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el 

objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus 

derechos. 

113. Máxime, que estas expresiones se acompañaron de expresiones como “Desde 

su campaña política, , solamente ha sido la cara “bonita” y 

“bondadosa”, que hizo que se ganara la simpatía de los  es decir, 

reproducen una connotación sexista o estereotipada dirigida a la  

 por el hecho de ser mujer, al limitar su participación a 

ser una cara “bonita”. 

114. Es decir, respecto a la publicación periodística en análisis, claramente se 

observaban elementos que atentaban con la malicia efectiva e intención de 

dañar la imagen pública y personal de la denunciante, al advertirse que en ella 

se hacía referencia a la quejosa en uso de estereotipos basados en roles de 

género, pues hacen referencia a su falta de capacidad y conocimiento para 

ejercer su cargo, que no pueden considerarse propias de la labor periodística 

ni del ejercicio de la libertad de expresión, pues de las mismas se advierte que 

asignan un rol, una característica o un valor a la presidenta municipal a partir 
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de su sexo o su género al limitar su participación en el gobierno a una cara 

bonita y bondadosa. 

115. Con lo anterior, se advierte que esta publicación periodística contiene 

elementos que atentan con malicia efectiva e intención de dañar la imagen 

pública y personal de la denunciante. 

116. Por ello, contrario a lo manifestado por la representación del periódico Quequi, 

en el caso se advierte que en la publicación de mérito no se realizó una labor 

descriptiva por parte del medio de comunicación, dado que si bien, se encuentra 

relacionada la libertad de expresión del medio de comunicación, a través de la 

labor periodística, del estricto análisis de las expresiones contenidas en la 

publicación analizada, en dicha nota no solo se realiza un juicio de valor y no 

una simple descripción, reproducción o difusión de ideas o argumentos de un 

tercero, sino que además, esta opinión transgrede las limitantes previstas en la 

normatividad constitucional, convencional y legal en relación con la VPG que 

se analiza. 

117. Por ende, contrario a lo manifestado por la representación del periódico 

denunciado, en el caso es válidamente imputable dicho medio de comunicación 

por el contenido de la nota periodística; es decir, si bien los medios de 

comunicación se encuentran amparados por la libertad de expresión, lo cierto 

es que el ejercicio de dicha libertad no es absoluto; encuentra límites en 

cuestiones de carácter objetivo, relacionadas con determinados aspectos de 

seguridad nacional, orden público o salud pública, al igual que otros de carácter 

subjetivo o intrínseco de la persona, vinculados principalmente con la dignidad 

o la reputación50. 

118. De esta forma, este derecho fundamental, aunque es un pilar de la 

democracia, no es absoluto, ya que en los artículos 3, 6 y 130 de la propia 

Constitución Federal se enuncian sus límites expresos, a saber, los ataques 

a la moral pública y a los derechos de terceras o terceros, a la provocación 

de delitos o a la perturbación del orden público, ya que si bien es cierto 

 
50Tesis 79 de rubro y texto: LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIONES DE SU CONTENIDO. Novena Época. 
Apéndice 1917-Septiembre 2011. Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN 
Quinta Sección - Libertad de expresión y de imprenta, Pág. 951. 
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que, los límites a los derechos fundamentales son amplios, 

particularmente en materia electoral, también lo es que todo derecho los 

tiene, dado el reconocimiento de otros derechos constitucionales con los 

que podría colisionar, como acontece de la publicación en análisis. 

119. En este contexto, se destaca que la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos51 y la Sala Superior han razonado, en diversas ocasiones, que la 

libertad de pensamiento y de expresión en sus dos dimensiones, 

constituyen la piedra angular del debate político durante el desarrollo de 

un procedimiento electoral. 

120. Sin embargo, si bien la Sala Superior ha sostenido que los límites de crítica 

son más amplios cuando ésta se refiere a personas que, por dedicarse a 

actividades públicas o por el rol que desempeñan en una sociedad 

democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus actividades 

y manifestaciones, que aquellos particulares sin proyección alguna, como 

consecuencia de encontrarnos inmersos en un sistema inspirado en los 

valores democráticos. 

121. Por ende, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo cargo de 

relevancia pública, debiendo permitirse la circulación de ideas e 

información, la generación de debate, la crítica a todos los actores 

políticos, siempre y cuando esta libertad no transgreda las limitantes 

previstas en la normatividad constitucional, convencional o legal, lo que 

en el caso acontece del contenido de la publicación realizada el diecisiete 

de febrero de encabezado y nota “  

, respectivamente. 

 

122. Ahora bien, por lo que hace a las publicaciones alusivas a las temáticas 1, 2, 3, 

4, 6 y 7 (precisadas en la Tabla 4), así como la distribución de tazas con la 

impresión de diversos encabezados de notas periodísticas que realizó el 

 
51 En adelante, CIDH. 
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periódico Quequi, del análisis su contenido, no se advierten expresiones 

basadas en algún estereotipo por razón de género o por su condición de mujer. 

 

123. Esto es, no se desprende algún elemento que permita considerar a esta 

autoridad electoral, que el contenido de las publicaciones en análisis tengan 

por objeto menoscabar o denigrar a la denunciante en el goce o ejercicio de los 

derechos político-electorales, por el hecho de ser mujer, dada la ausencia de 

elementos que contenga una connotación sexista o estereotipada dirigida a la 

quejosa por el hecho de ser mujer, o que, tal omisión sea para afectar los 

derechos políticos de la candidata por el hecho de ser mujer.  

 

124. Se dice lo anterior porque el artículo 32 bis de la Ley de Acceso, define violencia 

política como “…aquellas conductas de acción u omisión propias o consentidas, 

en contra de la mujer o su familia, de forma individual o grupal que, tengan por 

objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o 

ejercicio de los derechos políticos o de las prerrogativas inherentes a un 

cargo público, conculcando el derecho de las mujeres a una vida libre de 

violencia y el derecho a participar en los asuntos políticos y públicos en 

condiciones de igualdad con los hombres, en el marco del ejercicio de los 

derechos políticos electorales.” 

 
125. Por su parte, el artículo 32 Ter, fracciones XXIX y XXXI de la misma Ley, señala 

que la violencia política en razón de género, puede expresarse -entre otras- a 

través de las conductas siguientes: 

 
      “Difamar, calumniar o realizar cualquier expresión que denigre o descalifique a las mujeres 

en el ejercicio de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el 

objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus derechos, o 

bien,  

 

Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 

integridad o libertad de las mujeres, en el ejercicio de un cargo político, público, de poder 

o de decisión, que afecte sus derechos políticos y electorales.” 

 

126. Así, del análisis de estos preceptos en cita, este Tribunal estima que las 

expresiones contenidas en las publicaciones en este apartado analizadas, no 
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Sin embargo,  podría cometer una traición más si 

su padrino político, el ahora candidato a la gubernatura por Movimiento 

Ciudadano (MC) José Luis Pech Várguez, le pide le regrese el apoyo que 

le dio cuando fue candidata .”,  

 

  

 

 

131. Precisados los anteriores tópicos se estima que de su análisis, las notas 

periodísticas analizadas no realizan alguna expresión o conducta basadas en 

algún estereotipo por razón de género o por su condición de mujer de la 

presidenta municipal; porque las expresiones que acompañan estas notas se 

realizaron dentro del marco de la libertad de expresión. 

132. Es decir, abordan temas de interés público, como son, las distintas 

manifestaciones realizadas por el periódico denunciado respecto de 

cuestiones políticas consistentes en la supuesta promoción que realizó  

 y de sus principales funcionarios y allegados, 

del voto cruzado a favor de la candidata del partido MAS por el Distrito XI, con 

lo cual se estaría traicionando al partido con el cual se postuló y llevó a obtener 

la candidatura, así como al lema de la 4T, además se hace una comparativa 

de su gestión como alcaldesa, con la realizada por la  

 temáticas que son del dominio público. 

 

133. Así, las manifestaciones realizadas guardan relación con el desempeño de la 

alcaldesa quejosa, sus vínculos con actores políticos y las razones por las 

cuales considera que se encuentra alejada de los principios que impulsa la 

cuarta transformación, cuestiones que constituyen temas de interés para la 

sociedad del Estado de Quintana Roo en general, y a la ciudadanía que en lo 

particular se encuentra siguiendo la carrera política de la quejosa como 

persona pública. 

 
134. Asimismo, por lo que hace al tópico relativo a la supuesta usurpación de 

profesiones de la , dado que esta firma como 

licenciada -sin serlo-, esta declaración se considera dentro de los límites de la 

libertad de expresión, dado que si bien el periódico Quequi establece que 

producto de la investigación que realizó tanto de los archivos de la página de 
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, a fin de indagar el grado de 

estudios con el que se ostenta la presidenta municipal como de la búsqueda 

en el Registro Nacional de Profesionistas. 

 
135. En la nota se establece que del resultado de esta búsqueda no se obtuvo 

información en relación con el título o cédula profesional de la quejosa, y si bien, 

la forma en la que se presentó esta información al referirse a la quejosa como 

”, pudiera constituir una crítica dura, lo cierto es 

que tales expresiones al estar vertidas en contra de una funcionaria pública, 

gozan de una protección reforzada, amparada precisamente por el derecho a 

la libertad de expresión. 

 

136. Dado que de la investigación que el periódico denunciado señala se realizó, la 

quejosa se hace pasar por licenciada, cuando no existe registro de cédula ni 

título en el Registro Nacional de Profesionistas. 

 

137. De esta forma, se considera que del examen de esta frase, no se advierte 

alguna connotación en razón de género del mensaje y título que acompaña, por 

ende no se actualiza transgresión alguna relacionada con la VPG que se 

denuncia en agravio de la , producto del 

ejercicio periodístico, dado que la intención de dicha nota es el informar sobre 

el acontecer de un suceso relacionado con la primera autoridad. 

 
138. Lo anterior, sin que pase desapercibido que la quejosa pidió que sea analizado 

por este Tribunal, el argumento relativo a que el conjunto de publicaciones 

realizadas por el medio de comunicación denunciado se llevaron a cabo en la 

temporalidad en la cual a un ciudadano en su calidad de regidor del 

 y que con ello se configuraba una campaña de 

desprestigio en su contra; sin embargo, dicho extremo no se encuentra 

demostrado porque del análisis de las temáticas que publicó el Periódico 

Quequi, no es posible arribar a dicha conclusión, porque como se expuso, de 

las diez publicaciones en análisis, únicamente se pudo advertir que la 

vulneración al derecho político-electoral de la quejosa tuvo lugar a partir de una 

de estas. 
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139. Ahora bien, en relación con frases como “ , presentó en 

su información curricular dentro de la página de Transparencia del 

 

 “por lo que de ser denunciada podría parar en la cárcel y recibir uno 

fuerte multa por usurpación de profesiones”, así como la relativa a “ al realizar 

uno búsqueda en el Registro Nacional de Profesionistas y en el sistema de 

Cédula Profesional Electrónico con su Clave Único de Registro de Población 

(CURP), arrojaron que no cuenta con un registro de título o cédula profesional 

con eso información, por lo que la presidenta municipal se encuentro usurpando 

profesión”, se advierte de manera preliminar que estas frases pudieran generar 

calumnia, por encontrarse la imputación en dichas frases de la imputación de 

un delito que pudiera ser falso. 

 
140. Sin embargo, con base al criterio de la SCJN, para que la calumnia pueda 

constituir un límite válido a la libertad de expresión en la materia electoral, se 

deben actualizar conjuntamente los tres siguientes elementos: 

a) Objetivo. Imputación de hechos o delitos falsos. 

b) Subjetivo. Con el conocimiento o a sabiendas de la falsedad de los 

hechos o delitos que se imputan. 

c) Electoral. Se debe demostrar que los hechos constitutivos de 

calumnia tuvieron impacto en un proceso electoral. 

 
141. Es decir, deben converger la totalidad de elementos, siendo que en el caso en 

estudio se advierte que el elemento electoral no se encuentra colmado, porque 

si bien al momento de realizarse las expresiones motivo de análisis se 

encontraba desarrollando el proceso electoral local 2022, resulta un hecho 

público y notorio que la quejosa no se encontraba participando como candidata 

o precandidata en dicho proceso electoral, de modo que, no se tendría por 

actualizado este elemento. 

 
142. De tal suerte que, sobre ese aspecto, de conformidad con el artículo 2 fracción 

II, 3, y demás relativos de la Ley Reglamentaria del artículo sexto, párrafo 

primero de la Constitución Federal en materia de derecho de réplica, se dejan 
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a salvo los derechos de la quejosa para que, de considerarlo conveniente 

ejercite el derecho de réplica en relación con dicha nota periodística. 

 
143. Lo anterior, tomando en consideración que tanto la Suprema Corte como la 

Comisión Interamericana52, han enfatizado la necesidad de garantizar la 

circulación desinhibida de mensajes sobre cuestiones políticas53, en el 

entendido de que una sociedad que no está bien informada no es plenamente 

libre54. 

144. Por otra parte, en relación con las publicaciones alusivas a las temáticas 1, 

2, 3, 4, 6 y 7 analizadas en este apartado, la Sala Superior ha sostenido que 

los límites de crítica son más amplios cuando ésta se refiere a personas 

que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan en 

una sociedad democrática, están expuestas a un control más riguroso de 

sus actividades y manifestaciones, que aquellos particulares sin 

proyección alguna, pues en un sistema inspirado en los valores 

democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo cargo de 

relevancia pública. 

145. Vale la pena mencionar, que la Sala Superior ha señalado que la libertad de 

expresión generada con motivo del debate político, ensancha el margen de 

tolerancia frente a juicios valorativos, apreciaciones o aseveraciones vertidas 

cuando se actualice en el entorno de temas de interés público en una sociedad 

democrática.  

146. Bajo esta premisa, no se considera transgresión a la normativa electoral la 

manifestación de ideas, expresiones u opiniones que apreciadas en su 

contexto, aporten elementos que permitan la formación de una opinión pública 

libre, la consolidación del sistema de partidos y el fomento de una auténtica 

 
52 CIDH. Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe de la Relatoría para la 
Libertad de Expresión, Capítulo III. 30 de diciembre de 2009. 
53Véase Pou Giménez, Francisca, La libertad de expresión y sus límites, p. 915. Disponible en 
http://biblio.juridicas.unam.mx. 
54 Esto, a su vez, ha dado paso a la consideración de que la libertad de expresión, junto con el derecho a la información, 

goza de una doble dimensión, individual y colectiva, social o política, como se sostiene en la Jurisprudencia emitida 

por el Pleno, con número P./J. 25/2007. Cuyo rubro es LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIONES DE SU 

CONTENIDO. Todas las tesis y jurisprudencias de la SCJN y Tribunales Colegiados son consultables en la página de 

internet: https://bit.ly/2ErvyLe. 
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cultura democrática, cuando tenga lugar, entre los afiliados, militantes 

partidistas, candidatos o dirigentes y la ciudadanía en general, y estas 

interacciones se realicen sin rebasar el derecho a la honra y dignidad 

reconocidos como derechos fundamentales. 

147. De ese modo, debe permitirse la circulación de ideas e información, la 

generación de debate, la crítica a todos los actores políticos, dado que es 

consustancial al debate democrático que permita la libre circulación de ideas e 

información acerca de las y los funcionarios, por parte de los medios de 

comunicación y de cualquier persona que desee expresar su opinión u ofrecer 

información.  

148. Es por esto que se debe permitir, a las y los ciudadanos titulares de los 

derechos fundamentales de libertad de pensamiento y expresión, en materia 

política, que cuestionen, indaguen, critiquen, resalten aciertos o desaciertos, 

tanto de la vida democrática del Estado, ello con la finalidad última de que el 

sistema democrático sea fortalecido. 

149. Máxime que, en relación a las expresiones contenidas en las notas en análisis, 

al formar parte de la labor periodística se encuentran amparadas en el ejercicio 

de la libertad de expresión, que de conformidad con la jurisprudencia 15/201855 

de la Sala Superior, de rubro: PROTECCIÓN AL PERIODISMO. CRITERIOS 

PARA DESVIRTUAR LA PRESUNCIÓN DE LICITUD DE LA ACTIVIDAD 

PERIODÍSTICA, la libertad de expresión que incluye la de prensa implica la 

inviolabilidad de difundir opiniones, información e ideas, a través de cualquier 

medio, de esta forma la actividad periodística goza de la presunción de licitud 

que solo puede ser superada con prueba en contrario. 

150. De modo que, del análisis de las probanzas que obran en autos, mismas que 

contienen las expresiones vertidas por el medio de comunicación denunciado, 

no quedó demostrada que de su contenido se desprende que las expresiones 

realizadas se hubieran hecho rebasando el derecho a la honra y dignidad 

reconocidos como derechos fundamentales. 

 

 
55 Disponible en: 
https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=15/2018&tpoBusqueda=S&sWord=jurisprudencia,15/2018 
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151. Finalmente, en relación con la difusión de tazas impresas con notas 

periodísticas alusivas a la quejosa, se advierte que estas tampoco actualizan el 

elemento cuarto en análisis, de conformidad con lo siguiente: 

 
152. A fin de determinar la actualización de VPG, producto de la distribución de 

tazas impresas con notas periodísticas que realizó el Periódico Quequi, 

se debe analizar el contenido de las tazas distribuidas, dado que la libertad 

de imprenta ampara la difusión de ideas a través de cualquier medio, como 

pueden ser las tazas. 

153. Se dice lo anterior porque, la aludida jurisprudencia 15/2018 PROTECCIÓN AL 

PERIODISMO. CRITERIOS PARA DESVIRTUAR LA PRESUNCIÓN DE 

LICITUD DE LA ACTIVIDAD PERIODÍSTICA, establece que la libertad de 

prensa implica la inviolabilidad de difundir opiniones, información e ideas a 

través de cualquier medio. 

 
154. En ese sentido, si del contenido de la Tabla 3., se pudo corroborar la existencia 

de cinco encabezados “Le pisan talones a ”, “  

”, “ .”, “  

” y como previamente se 

precisó, del contenido de las publicaciones que contienen dichos encabezados, 

no se pudo actualizar el elemento cuarto relativo a que las publicaciones tengan 

por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o 

ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres. 

155. Lo anterior porque que las aludidas expresiones se llevaron a cabo en un 

contexto político de crítica hacia acciones de  en el 

ejercicio de su cargo, por ende, dichas temáticas no controvierten el marco 

normativo que regula la actualización de VPG.  

156. Ello, porque los encabezados contenidos en la taza denunciada como se 

precisó, no encuadran en el tipo de VPG, ya que del propio contexto de las 

publicaciones denunciadas se infiere que éstas, están en caminadas a relatar, 

exponer o criticar a los actores políticos en el marco del ejercicio del cargo, lo 
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que está protegido bajo la libertad de expresión e información al ser parte 

fundamental del quehacer noticioso.  

157. Por ende, debe protegerse y permitirse la circulación de ideas e información 

siempre y cuando no transgreda las limitantes previstas en la normatividad 

constitucional, convencional o legal, de modo que si las notas contenidas en la 

taza distribuida por el periódico no rebasan el derecho a la honra y dignidad 

reconocidos como derechos fundamentales por los ordenamientos antes 

invocados, ni tampoco trastoca un límite expreso a la Constitución Federal 

(artículos 3, 6 y 130), relativo a los ataques a la moral pública y a los 

derechos de terceras o terceros, provoca un delito a perturba el orden 

público, es que en el caso, no se encuentra superada la presunción de 

licitud de las notas que se imprimieron en dichas tazas. 

158. Por tal motivo, tampoco resultaría válido actualizar la VPG, si del contenido 

de las notas que se imprimieron no se transgredió algún límite a la libertad 

de expresión. 

159. Máxime que como se precisó, conforme el criterio de la Sala Superior, los 

límites de crítica son más amplios cuando ésta se refiere a personas que, por 

dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan en una sociedad 

democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus actividades y 

manifestaciones, que aquellos particulares sin proyección alguna, pues en un 

sistema inspirado en los valores democráticos, la sujeción a esa crítica es 

inseparable de todo cargo de relevancia pública. 

 
160. Respecto del quinto elemento, se acredita en relación con el contenido de una 

publicación realizada por el periódico Quequi el diecisiete de febrero de dos mil 

veintidós, de encabezado y nota:  

, respectivamente, porque se emitió con base en elementos de 

género, al cumplirse las tres condiciones siguientes: 

 

a) Se dirija a una mujer por ser mujer; porque se observan elementos que 

acreditan que las expresiones contenidas en la publicación en análisis 
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políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo de 

menoscabar su imagen pública. 

 
Teniendo en cuenta que, el orden social de género obedece a un sistema 

de jerarquías56, con lo cual, se tuvo al periódico denunciado colocando a la 

quejosa en una posición de dependencia o subordinación de la actuación 

de dos personas que integran su círculo del género masculino. 

 

c) Afecte desproporcionadamente a las mujeres; lo cual se cumple, en 

virtud de que el contenido de las expresiones realizadas causan una 

afectación desmedida hacia el género femenino, puesto que de la lectura 

del contenido de estos, se advierte que se actualiza la conducta 

establecida en la fracción XXIX del artículo 32 Ter de la Ley de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Quintana Roo 

establece.  

 
Pues si bien es propio del debate electoral cuestionar las capacidades de 

las personas que ocupan un cargo de elección popular y sus vínculos 

políticos, resulta evidente que en el caso, se emiten expresiones que 

descalifican a la presidenta municipal en el ejercicio de sus funciones 

políticas, con base en estereotipos de género, ya que se transmite la idea 

de una falta de capacidad de las mujeres y se replica hacia la sociedad, 

donde estructuralmente las mujeres ocupan un lugar de subordinación y 

desventaja. 

 
De lo anterior, es claro que se reproduce el estereotipo de la superioridad 

intelectual de hombre respecto de la mujer; cuestión que es discriminatoria 

y hace patentes los atributos y roles que se adjudican a cada uno de los 

sexos de manera inequitativa, circunstancia que genera una afectación 

desproporcionada y un impacto diferenciado entre las mujeres, lo que 

conlleva un daño simbólico y de manera implícita un daño psicológico, 

puesto que no se podría afirmarse lo mismo de un varón. 

 

 
56 De conformidad con el Protocolo para juzgar con perspectiva de género de la SCJN. 
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161. Finalmente, resulta necesario señalar que la Sala Superior ha sostenido que 

“Con base en los ordenamientos internacionales, los Estados deben 

implementar las medidas apropiadas para eliminar la discriminación y la 

violencia contra la mujer en la vida política y pública del país, para lo cual 

deben adoptarse las medidas apropiadas para modificar prácticas jurídicas 

o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la 

violencia contra la mujer57”, en ese sentido, dicha obligación es inherente a 

este Tribunal, al ser autoridad competente para resolver el presente asunto, 

por lo que se debe establecer todas las medidas posibles para que los actos 

que se acreditan en el presente asunto se erradiquen, no persistan, no se 

repitan, ni mucho menos sea tolerados. 

 

162. Ahora bien, respecto de las temáticas de las publicaciones contenidas en la 

Tabla 4. (1, 2, 3, 4, 6 y 7), difundidas por el periódico Quequi, así como la 

distribución de las tazas con encabezados alusivos a la quejosa, de su 

análisis, no se acredita que las expresiones contenidas en las publicaciones 

se basen en elementos de género, dado que no se cumple con las tres 

condiciones siguientes:  

 
A) Se dirija a una mujer por ser mujer; porque no existen afirmaciones 

directas que contengan elementos de género. Aunado, a que las 

expresiones que pudieran referirse a la quejosa, no se hacen por el hecho 

de ser mujer ni dirigidas singularmente a ella;  

B) Tenga un impacto diferenciado en las mujeres, dado que las 

expresiones realizadas no causan una afectación desmedida hacia el 

género femenino, puesto que como se adelantó, de la lectura del contenido 

de estas publicaciones no se advierte que se actualice una conducta que 

el artículo 32 Ter de la Ley de Acceso; ni tampoco se advierte que  

C) se Afecte desproporcionadamente a las mujeres en virtud de que se 

enfatiza que el contenido de las temáticas que se abordan en las 

publicaciones no causan una afectación desmedida hacia el género 

femenino, puesto que como se expuso, en estas se emitieron ideas y se 

realizó una labor informativa de temas de interés público. 

 
57 SCM-JDC-99/2020 
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163. Sobre el particular, ampliamente se ha expuesto que, conforme al criterio 

de la Sala Superior, que ha maximizado el derecho a la libertad de 

expresión en materia político-electoral, las publicaciones en análisis se 

llevaron a cabo en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión 

amparado por la Constitución Federal, al gozar de la presunción de licitud 

al devenir de la prensa, la cual implica la inviolabilidad de difundir opiniones, 

información e ideas a través de cualquier medio. 

 
164. En ese sentido, al corresponderle a este Tribunal realizar su interpretación, 

de conformidad con la multicitada Jurisprudencia 15/201858, se debe de 

optar por aquella interpretación de la norma que sea más favorable a la 

protección de la labor periodística, de tal suerte que en el caso, no se hizo 

patente la existencia de VPG cometida en agravio de la quejosa con motivo 

de las publicaciones analizadas, al no transgredirse la normativa electoral 

con la manifestación de ideas, expresiones u opiniones emitidas por el 

periódico denunciado. 

 
165. Se dice lo anterior porque apreciadas en su contexto estas aportan 

elementos que permiten la formación de una opinión pública libre, la 

consolidación del sistema de partidos y el fomento de una auténtica cultura 

democrática, dado que las expresiones acompañadas en dichas 

publicaciones no rebasan el derecho a la honra y dignidad reconocidos 

como derechos fundamentales por los ordenamientos antes invocados. 

 
166. Porque, solo de esta forma se protege la libre circulación de ideas e 

información acerca de las y los funcionarios, por parte de los medios de 

comunicación y de cualquier persona que desee expresar su opinión u 

ofrecer información, con la finalidad última de que el sistema democrático 

sea fortalecido. 

 
167. Finalmente, al acreditarse los cinco elementos de la jurisprudencia 21/2018, 

producto de la publicación realizada el diecisiete de febrero de dos mil 

 
58 De rubro: PROTECCIÓN AL PERIODISMO. CRITERIOS PARA DESVIRTUAR LA PRESUNCIÓN DE LICITUD DE 

LA ACTIVIDAD PERIODÍSTICA. 
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veintidós, con encabezados “ ” y “  

”, se determina la existencia de la comisión de violencia 

política contra la mujer en razón de género, en agravio de  

, 

ya que este Tribunal consideró que las expresiones analizadas, no se 

encontraban amparadas bajo la libertad de expresión y su maximización 

en el debate político. 

 

• Individualización de la sanción y calificación de la falta. 

168. Una vez determinado la existencia de la conducta denunciada consistente 

en la comisión de VPG en contra de la denunciante, se determinará el tipo 

de sanción a imponer dentro del catálogo de correctivos aplicables, que se 

ajuste a las circunstancias particulares a la conducta desplegada por el 

sujeto infractor en lo individual, con base en la fracción IV del artículo 398 

de la Ley de Instituciones que, establece como sujeto de infracciones a 

dicha Ley, a la ciudadanía, dirigentes, así como personas afiliadas y 

partidos políticos, o en su caso de cualquier persona física o moral, por el 

incumplimiento a cualquiera de las disposiciones contenidas en dicha 

normativa. 

 
169. Asimismo, con base en el criterio sustentado en la jurisprudencia 21/2018 

en el cual señala que la VPG puede ser perpetrada por medios de 

comunicación como se ha realizado en precedentes en cuales se ha 

actualizado la comisión de esta infracción por medios de comunicación 

como en el caso acontece, es que resulta aplicable lo dispuesto en el 

artículo 438 de la aludida Ley, que dispone que en los casos de VPG, se 

deben considerar las sanciones previstas en el artículo 406 de dicha Ley; 

en ese sentido, por mayoría de razón se actualiza la fracción IV, de dicho 

precepto legal, el cual dispone el catálogo de sanciones que se pueden 

imponer a cualquier persona física o moral, (circunstancia que acontece en 

el caso particular al tratarse de un medio de comunicación), siendo que de 

entre las sanciones aplicables se establecen: 

 
“a) Con amonestación pública; 
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b) Respecto de los ciudadanos, los dirigentes y afiliados de los partidos políticos con multa 

de hasta dos mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente. 
 
c) En caso de reincidencia, con multa de hasta mil veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización vigente, en el caso de que promuevan una denuncia frívola. 
 
d) Para la individualización de las sanciones a que se refiere esta fracción, la autoridad 

electoral deberá tomar en cuenta la gravedad de la responsabilidad en que se incurra 
y la conveniencia de suprimir la práctica en atención al bien jurídico tutelado, o las que 
se dicten con base en él; las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción; 
las condiciones socioeconómicas del infractor; las condiciones externas y los medios 
de ejecución; la reincidencia en el incumplimiento de obligaciones y, en su caso, el 
monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado del incumplimiento de 
obligaciones.” 

 

170. Cabe señalar, que si bien la sanción administrativa debe resultar una medida 

ejemplar, tendente a disuadir la posible comisión de infracciones similares 

en el futuro, lo cierto es que en cada caso se deben valorar las circunstancias 

objetivas de modo, tiempo y lugar para el efecto de que las sanciones no 

resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 

irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 

 
171. Considerando para ello los elementos objetivos de la infracción y los efectos 

de la falta acreditada, tomando en cuenta las circunstancias particulares del 

incumplimiento a la ley y que, además, sirva para disuadir al infractor de la 

posible comisión de faltas similares en el futuro y prevenga a los demás 

sujetos de derecho para no incurrir en tales acciones irregulares. 

 
172. En tal sentido, una vez que se ha determinado la existencia de los hechos 

denunciados lo concerniente es proceder en términos de lo previsto en el 

artículo 407 de la Ley de Instituciones, que prevé los parámetros que debe 

tomar en cuenta esta autoridad resolutora, para la individualización de las 

sanciones, considerando:  

 
I. La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia de 

suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de 

esta Ley, en atención al bien jurídico tutelado, o las que se dicten con base 

en él; 

II. Las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción; 

III. Las condiciones socioeconómicas del infractor; 

IV. Las condiciones externas y los medios de ejecución; 
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V. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y 

VI. En su caso, el monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado del 

incumplimiento de obligaciones. 

 

• Circunstancias de tiempo, modo y lugar. 

173. Modo. La conducta consistió en las expresiones contenidas en la 

publicación de diecisiete de febrero de dos mil veintidós, que constituyeron 

VPG en contra de la quejosa. 

 
174. Tiempo. La publicación que contiene las manifestaciones fue publicado el 

diecisiete de febrero de dos mil veintidós; es decir, dentro del proceso 

electoral local ordinario 2022, sin que se tenga constancia de la participación 

de la quejosa como candidata o precandidata en dicho proceso electoral. 

 
175. Lugar. La publicación realizada se distribuyó en internet y en versión 

impresa. 

 
Condiciones externas y los medios de ejecución 

176. La conducta denunciada consistió en manifestaciones verbales que 

contenían violencia simbólica en una nota periodística que conforme las 

manifestaciones realizadas por la representación del periódico denunciado, 

fueron publicados en el sitio de internet del periódico Quequi y que a la fecha 

no puede ser consultada por encontrarse caducada al ser mayor a 365 días. 

Asimismo, realizaron el envío del PDF que corresponde a la versión impresa 

de la nota desde donde se realizaron las expresiones que actualizaban VPG. 

 

• Reincidencia 

177. La Ley de Instituciones, la define como al infractor que habiendo sido 

declarado responsable del incumplimiento de alguna de las obligaciones a 

que se refiere la presente Ley, incurra nuevamente en alguna infracción al 

presente ordenamiento legal, dentro de los cuatro años posteriores a la 

primera declaratoria de responsabilidad59, lo cual no ocurre en el presente 

caso.  

 
59 Artículo 407 de la Ley de Instituciones. 
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• Beneficio o lucro. 

178. No hay dato que revele el beneficio económico directo obtenido con motivo 

de la realización de la publicación de la nota periodística. 

 

• Singularidad o pluralidad de la falta. 

179. Se trató de una conducta infractora de un hacer, que de manera directa 

efectuó el denunciado. 

 

• Intencionalidad.  

180. La falta fue dolosa, pues hay elementos de prueba que permiten afirmar que 

fueron expresiones dirigidas de forma directa a la denunciante, al referir el 

nombre de la misma y su actual cargo, con la finalidad de menoscabar su 

labor como gobernante y de minimizar su capacidad política y laboral, de 

modo que con dichas expresiones se tuvo por superada la presunción de 

licitud de la actividad periodística. 

 

• Bien jurídico tutelado. 

181. En el caso, se afectó el derecho humano a la igualdad y a la no 

discriminación, consagrado en el artículo primero y cuarto de la Constitución 

Federal, así como el deber estatal de garantizar a las mujeres el goce de 

una vida libre de violencia en el ejercicio libre de su cargo político 

contemplado en la Ley de Acceso, dado que, al momento en que ocurrieron 

los actos denunciados, la quejosa contaba con la calidad de  

 en el mencionado ayuntamiento. 

 

• Gravedad. 

182. Para tal efecto, se debe considerar el criterio sustentado en la tesis histórica 

S3ELJ 24/2003, de rubro “SANCIONES ADMINISTRATIVAS EN MATERIA 

ELECTORAL. ELEMENTOS PARA SU FIJACIÓN E 

INDIVIDUALIZACIÓN, que sostenía que la determinación de la falta puede 

calificarse como levísima, leve o grave, y, en este último supuesto, como 

grave ordinaria, especial o mayor, lo que corresponde a una condición o 

paso previo para estar en aptitud de determinar la clase de sanción que 
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legalmente se deba aplicar al caso concreto, y seleccionar de entre alguna 

de las previstas en la ley. Ello, en virtud de que ha sido criterio reiterado de 

la Sala Superior en diversas ejecutorias60, que la calificación de las 

infracciones obedezca a dicha clasificación.61 

 
183. Por lo tanto, para una correcta individualización de la sanción, en primer lugar, 

es necesario determinar si la falta a calificar es: I) levísima, II) leve o III) grave, 

y si se incurre en este último supuesto, precisar si la gravedad es de carácter 

ordinaria, especial o mayor. 

 
184. Respecto a la conducta realizada en el cual se cometió VPG, se hace a la 

gravedad de la infracción en atención al bien jurídico tutelado, pues se afectó 

el derecho de la quejosa de acceder a una vida libre de violencia por razón de 

género; en su calidad de mujer, lo cual es una falta a las normas 

internacionales y nacionales en materia de violencia por razón de género. 

 
185. Por lo que, derivado de los hechos presentados en el caso, esta autoridad 

resolutora estima que la infracción en que incurrió el denunciado debe 

calificarse como grave ordinaria 

 
186. Sanción. Se sanciona con amonestación pública en términos de la fracción 

IV, inciso a) del artículo 406 de la Ley de Institutos al medio de comunicación, 

la cual deberá realizarse en atención al principio de máxima publicidad en la 

sesión de Pleno en la cual se resuelva el presente asunto.  

 

187. Considerando el hecho de que la conducta se tuvo por acreditada por las 

manifestaciones que vulneraron el derecho de la  de 

, de desempeñarse y gozar el ejercicio de su cargo, libre de violencia 

política y discriminación en su contra, por el hecho de ser mujer, se establece 

como medidas de reparación integral lo siguiente: 

 

DE LAS MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL 

 
60 En los recursos de revisión del procedimiento especial sancionador SUP-REP-45/2015 y acumulados, SUP-REP-
57/2015 y acumulados, SUP-REP-94/2015 y acumulados, SUP-REP-120/2015 y acumulados, SUP-REP-134/2015 y 
acumulados, SUP-REP-136/2015 y acumulados y SUP-REP-221/2015. 
61 En el recurso del procedimiento especial sancionador SER-PSC-13-2019. 
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188. Cabe señalar, que tal como lo estableció la Sala Superior en la tesis VI/2019, 

de rubro “MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL. LA AUTORIDAD 

RESOLUTORA PUEDE DICTARLAS EN EL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO SANCIONADOR”, este Tribunal como autoridad 

encargada de la resolución de un procedimiento sancionador debe dictar 

medidas de reparación si una infracción a la normativa electoral se traduce en 

una vulneración de derechos político-electorales, valorando el daño causado 

y las circunstancias concretas del caso. 

 
189. Por su parte, la SCJN ha señalado en la jurisprudencia de rubro: “DERECHO 

FUNDAMENTAL A UNA REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA 

INDEMNIZACIÓN. SU CONCEPTO Y ALCANCE62” que el derecho a una 

reparación integral es un derecho sustantivo, cuya extensión debe tutelarse 

en favor de las y los gobernados. 

 
190. En esa medida, atento a los criterios emitidos por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, el derecho a la reparación integral permite, en la medida 

de lo posible, anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la 

situación que debió haber existido con toda probabilidad, si el acto no se 

hubiera cometido, y de no ser esto posible, procede el pago de una 

indemnización justa como medida resarcitoria por los daños ocasionados, lo 

cual no debe generar una ganancia a la víctima, sino que se le otorgue un 

resarcimiento adecuado. 

 
191. Respecto a dicho rubro, la Sala Superior ha determinado que, atendiendo a 

que el efecto directo de sus ejecutorias debe ser la restitución a los derechos 

de las y los afectados, si ello no es materialmente viable, debe optarse por 

una medida de reparación diversa, como pudieran ser la rehabilitación, la 

satisfacción y/o la garantía de no repetición, teniendo en cuenta el deber 

constitucional y convencional de asegurar la reparación integral a las personas 

que han sido objeto de un menoscabo en su esfera jurídica. 

 

 
62 [J]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 41, Abril de 2017; Tomo I; Pág. 752. 
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192. En ese sentido, todas las autoridades del Estado mexicano están obligadas a 

garantizar la reparación integral de los derechos fundamentales, como lo son 

los derechos político-electorales, en términos de los ordenamientos 

aplicables, al ser un mandato de fuente constitucional y convencional; al no 

existir una prohibición expresa para la adopción de formas de reparación; y 

porque con ello se garantiza la vigencia de los derechos humanos, incluso de 

forma sustituta. 

 
193. En materia electoral, la Sala Superior ha reconocido la autoridad electoral 

administrativa o jurisdiccional, federal o local, encargada de la resolución de 

un procedimiento administrativo sancionador puede dictar medidas de 

reparación si una infracción a la normativa electoral se traduce en una 

vulneración de derechos político-electorales, lo anterior, en aras de 

restaurarlos de forma integral mediante la anulación de las consecuencias del 

acto ilícito y el restablecimiento de la situación anterior a su realización63.  

 
194. Lo anterior, considerando que con estas medidas se busca –principalmente– 

restaurar de forma integral los derechos afectados, mediante –de entre otros– 

la anulación de las consecuencias del acto ilícito y el restablecimiento de la 

situación anterior a su realización. 

 
195. En ese sentido, se deberán valorar las circunstancias específicas del caso, las 

implicaciones y gravedad de la conducta analizada, los sujetos involucrados, 

así como la afectación al derecho en cuestión64, para definir las medidas más 

eficaces con el objeto de atender de manera integral el daño producido, dada 

la facultad legal y constitucional para de este Tribunal para ordenar la 

adopción de medidas de reparación integral producto de la vulneración a los 

derechos político-electorales de la quejosa derivado de la VPG cometida en 

su agravio. 

 

 
63 Jurisprudencia 6/2023 de rubro “MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL. LA AUTORIDAD RESOLUTORA 
PUEDE DICTARLAS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR”, aprobada el doce de abril, 
pendiente de publicación. 
64 Tesis VII/2019, de rubro: “MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL. LAS SALAS DEL TRIBUNAL ELECTORAL 
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN DEBEN GARANTIZARLAS EN LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN”. 
Consultable en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, Año 12, Número 23, 2019, página 37. 
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196. Lo anterior, en el entendido de que las medidas reparadoras tienen una 

naturaleza jurídica distinta a las sanciones, porque estas atienden a 

quienes se vieron afectados con la comisión de un ilícito para restaurar de 

forma integral los derechos que pudieron ser violados, las cuales se imponen 

dependiendo del daño causado y conforme las circunstancias concretas y las 

particularidades del caso. 

 
197. Por ende, con base a las obligaciones que el artículo 414 Bis de la Ley de 

Instituciones a fin de que este Tribunal dicte las medidas de reparación en 

casos de hechos probablemente constitutivos de VPG; en tal virtud, se 

procede a establecer a partir de la existencia de la conducta que violentó el 

reconocimiento de los derechos políticos electorales de la denunciante, la 

procedencia de fijar en su caso las siguientes: 

a) Medidas de restitución. 

b) Medidas de rehabilitación. 

c) Medidas de compensación. 

d) Medidas de satisfacción. 

e) Garantías de no repetición. 

 

a) Medidas de restitución: 

198. En el punto de estudio, la denunciante víctima de violencia política en razón 

de género, en su calidad de , 

respectivamente, cargo que ostentará hasta el treinta de septiembre del año 

2024, fecha en la que las personas que resulten electas en el proceso electoral 

2023-2024, tomarán posesión de la administración del Ayuntamiento y por otra 

parte, el denunciado continúa realizando emisiones como medio de 

Comunicación. 

 
199. En atención a lo anterior, con la finalidad de evitar la violación a los derechos 

humanos relativa al derecho de ejercer el cargo como presidenta municipal 

libre de violencia política en su condición de mujer, se le ordena al Periódico 

Quequi, se abstenga de llevar a cabo publicaciones que generen la 

actualización de VPG en contra de , en 
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 así como de cualquier otro acto que, con base en estereotipo de 

géneros, directa o indirectamente repercuta en la afectación de sus 

derechos político-electorales para ejercer su cargo como  

 del aludido municipio. 

 

b) Medidas de rehabilitación. 

200. Se da vista al Instituto Quintanarroense de la Mujer para que, dentro de sus 

facultades, facilite a  la ayuda psicológica necesaria 

para que, si así lo requiera, puedan hacer frente al daño sufrido con motivo de 

los hechos denunciados.  

 

c) Medidas de Compensación. 

201. Por lo que hace a la medida de compensación por daño material, no se 

advierte una afectación que pueda traducirse en una indemnización pecuniaria 

a la víctima. Por lo que la presente medida no aplica. 

 
d) Medidas de satisfacción. 

202. Al respecto, este órgano jurisdiccional considera importante que se realice un 

reconocimiento expreso de los hechos porque la medida de reparación debe 

tener una vocación transformadora de la situación, de tal forma que tenga un 

efecto no solo restitutivo sino también correctivo. 

 
203. En ese sentido una disculpa pública de parte del medio de comunicación es 

la medida que está orientada a la satisfacción y dignificación de la víctima, y 

será integral en la medida en que el denunciado que vulneró el derecho de la 

quejosa, tome plena conciencia de que sus acciones provocaron la violación 

al derecho transgredido así como reconozca la aceptación de la 

responsabilidad derivada de los hechos analizados en la sentencia, a fin de 

restablecer la dignidad, reputación y derechos político-electorales de la 

denunciante, en su vertiente de ejercicio del cargo.  
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204. Al respecto, la Corte Interamericana de los Derechos Humanos65, explica que 

la satisfacción tiene lugar cuando se llevan a cabo tres actos, generalmente, 

en forma acumulativa: 1) las disculpas, o cualquier otro gesto que demuestre 

el reconocimiento de la autoría del acto en cuestión; 2) el juzgamiento y 

castigo de los individuos responsables y, 3) la toma de medidas para evitar 

que se repita el daño. 

 
205. Conforme a lo anterior, se desprende que las disculpas públicas como 

medidas de satisfacción comprenden los siguientes elementos:  

I. Acto público, donde se reconozca la responsabilidad. 
II. En el cual se haga referencia a la violación de derechos declaradas en la sentencia;  
III. Que se dé en presencia de las víctimas y  
IV. En algunos casos previo consentimiento se ordena su difusión. Además, deben incluir 

una petición de disculpas a las víctimas, un reconocimiento de su dignidad como 
personas y una crítica a las violaciones. 
 

206. Es decir, para considerarse que se toma conciencia de la vulneración que se 

acredita a los derechos político-electorales de la quejosa, se debe aludir a la 

acción propiamente, por ende, de la disculpa pública debe desprenderse de 

manera clara que existe ese entendimiento o comprensión de que los hechos 

o acciones efectuados constituyeron VPG, ya que también se pretende lograr 

una auténtica concientización respecto de cuáles hechos constituyen violencia 

política para prevenir que dichas acciones se cometan nuevamente en el 

futuro. 

 
207. En consecuencia, este órgano jurisdiccional estima que en términos del inciso 

c), del artículo 438 de la ley de Instituciones, el Periódico Quequi, deberá 

ofrecer una disculpa pública en la siguiente emisión del ejemplar que realice 

en su versión impresa, así como en su página de internet (ejemplar en versión 

digital), una vez que haya quedado firme la presente sentencia. 

 

208. En ese sentido, al ser esta disculpa una medida de satisfacción, será en los 

siguientes términos: 

 

 
65 ESCRITO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS SOBRE LAS REPARACIONES 
DEBIDAS POR LA REPÚBLICA DE COLOMBIA EN EL CASO POR LA DESAPARICIÓN Y MUERTE DE 19 
COMERCIANTES, conforme a lo solicitado en la comunicación CDH 11603/071 de fecha 29 de noviembre de 2002. 
Consultable en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/comerciantes/arg_rep_com.pdf 
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DISCULPA PÚBLICA 

“Por decisión de la sentencia PES/003/2023, el periódico Quequi ofrece una, 

DISCULPA PÚBLICA a , en su calidad de  

  

Por la emisión de comentarios ofensivos, estereotipados y que generaron violencia política 

contra su persona en razón de género”. 

 
209. Cabe precisar que la publicación de esta disculpa pública deberá de ser en las 

mismas proporciones (tamaño del espacio utilizado) en las que se llevó a cabo 

la nota periodística66 generadora de VPG en perjuicio de la  

 aludida. 

 

210. Una vez hecho lo anterior, dentro de las veinticuatro horas siguientes, el 

denunciado deberá de informar a este Tribunal el cumplimento respectivo.  

 

211. Asimismo, se considera que el dictado de la presente sentencia constituye en 

sí ́misma, una forma de reparación y satisfacción moral a favor de la quejosa, 

al acreditarse la VPG en su perjuicio; por lo que se ordena la difusión de la 

presente ejecutoria en el sitio electrónico de este órgano jurisdiccional. 

 

e) Garantías de no repetición. 

212. Por lo que respecta a esta medida, se ordena remitir al medio de comunicación 

algunas publicaciones especializadas en periodismo con perspectiva de 

género, a efecto de incluir un filtro de género que permita en el ejercicio de su 

profesión, ofrecer una imagen equilibrada de las mujeres y contribuir en la 

construcción de una sociedad más equitativa entre hombres y mujeres, a fin 

de que en sus publicaciones se abstenga en lo presente y en lo futuro de 

manera directa o indirecta de realizar actos de violencia política de género. 

 

 
66 Es decir, la nota periodística titulada  alcaldesa títere”. 
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213. Además, este Tribunal Electoral estima conveniente hacerle llegar al 

denunciado, a través de su representante, algunas publicaciones 

especializadas en periodismo con perspectiva de género.  

 

214. En ese sentido, se ordena remitir las siguientes publicaciones: 

• Manual de género para periodistas. Recomendaciones básicas para 

el ejercicio del periodismo con enfoque de género (PNUD).67 

• Mirando con lentes de género la cobertura electoral68 

 

215. Las publicaciones están disponibles en internet, en la dirección electrónica 

que se encuentra en la nota al pie de página, las cuales se deben acompañar 

(en medio impreso o digital) a la sentencia que se notifique al periódico 

denunciado. 

 

f) Medidas de apremio. 

216. Se hace de conocimiento a la parte denunciada que, en caso de incumplir con 

lo ordenado por este Tribunal respecto a las medidas antes mencionadas, se 

le aplicará alguna de las medidas de apremio contenidas en el artículo 52 de 

la Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia Electoral.  

 

g) Registro de personas sancionadas en materia de violencia política 

contra las mujeres en razón de género. 

217. Los Lineamientos para la integración, funcionamiento, actualización y 

conservación del Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de 

Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género del Instituto 

Nacional Electoral “…tienen por objeto establecer las reglas para la 

integración, funcionamiento, actualización, consulta y conservación del 

Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política 

Contra las Mujeres en Razón de Género, así como determinar la modalidad 

de coordinación, comunicación e intercambio de información entre las 

autoridades administrativas, jurisdiccionales y penales tanto federales y 

locales, en el ámbito de sus respectivas competencias”. 

 
67 Consultable en: https://drive.google.com/file/d/1VX74HtpXqJmScDSzTg8n4h-XGXxjVxD0/view  
68 Consultable en http://teeags.mx/documentos/mirando con lentes de genero la cobertura electoral.pdf  
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218. Dichos Lineamientos son de observancia obligatoria y aplicación general en el 

territorio nacional, y establecen los supuestos de permanencia conforme lo 

siguiente: 

 

“En caso en que las autoridades electorales competentes no establezcan el plazo en el que 

estarán inscritas en el Registro las personas sancionadas en materia de violencia política 

contra las mujeres en razón de género, se estará a lo siguiente:  

a) La persona sancionada permanecerá en el registro hasta por tres años si la falta fuera 

considera como leve; hasta cuatro años si fuera considerada como ordinaria, y hasta 

cinco años si fuera calificada como especial; ello a partir del análisis que realice la UTCE 

respecto de la gravedad y las circunstancias de modo tiempo y lugar.  

b) Cuando la violencia política en razón de género fuere realizada por una servidora o 

servidor público, persona funcionaria electoral, funcionaria partidista, aspirante a 

candidata independiente, precandidata o candidata, personas que se dedique a los 

medios de comunicación, o con su aquiescencia, aumentará en un tercio su permanencia 

en el registro respecto de las consideraciones anteriores. 

c) Cuando la violencia política contra las mujeres en razón de género fuere cometida contra 

una o varias mujeres pertenecientes a un pueblo o comunidad indígena; afromexicanas; 

mayores; personas de la diversidad sexual; con discapacidad o a algún otro grupo en 

situación de discriminación, la permanencia en el registro se incrementará en una mitad 

respecto de las consideraciones del inciso a).  

d) En caso de reincidencia, la persona que cometió nuevamente las conductas sancionadas 

como violencia política en razón de género permanecerán en el registro por seis años”. 

 
219. Por su parte, la Sala Superior determinó en el expediente SUP-REC-440/2022, 

que una vez la autoridad electoral establece que se cometió VPG, calificará la 

conducta e impondrá la sanción o sanciones atinentes, atendiendo al análisis 

de los siguientes cinco elementos: 

 

a) Considerar la calificación de la conducta, el tipo de sanción impuesta, así como el 

contexto en que se cometió la conducta que acreditó la VPG (por ejemplo, si es en el 

marco de un proceso de elección local o federal o de una relación laboral). 

b) El tipo o tipos de violencia política de género que se acreditaron y sus alcances en la 

vulneración del derecho político (simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual 

o psicológico), así como si existió sistematicidad en los hechos constitutivos de VPG o 

si se trata de hechos específicos o aislados, además de considerar el grado de 

afectación en los derechos políticos de la víctima. 

c) Considerar la calidad de la persona que cometió la VPG, así como la de la víctima: si 

son funcionarias públicas, si están postuladas a una candidatura, si son militantes de un 

partido político, si ejercen el periodismo, si existe relación jerárquica (es superior 

jerárquico de la víctima o colega de trabajo), entre otras más. 

d) Si existió una intención con o sin dolo para dañar a la víctima en el ejercicio de sus 

derechos políticos. 
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220. Asimismo, en la citada sentencia SUP-REC-440/2022, la Sala Superior 

estableció que para dotar de certeza, seguridad jurídica y congruencia tanto a 

las personas infractoras como a las víctimas, debe existir un margen 

congruente y lógico de un tope mínimo y un máximo, sobre la temporalidad 

que deben observar todas las autoridades electorales para ordenar el registro 

de personas infractoras, considerando como estándar mínimo el plazo de tres 

meses, y como plazo máximo de permanencia de una persona infractora en 

los registros de VPG sería de tres años, el cual puede aumentarse en función 

de la reincidencia. 

 
221. En tales condiciones, atendiendo al nuevo criterio sustentado por la Sala 

Superior, la temporalidad debe ser cierta, congruente, razonable y 

proporcional, respecto a la permanencia del sujeto infractor en el Registro 

Registro Nacional y Estatal de Personas Sancionadas en Materia de Violencia 

Política contra las Mujeres en Razón de Género; es decir, debe ser acorde 

con las conductas y omisiones acreditadas en esta sentencia y que actualizan 

dicha modalidad, y en términos de lo establecido en los aludidos Lineamientos. 

 
222. Así como, al criterio sustentado por la Sala Superior en la tesis II/2023 de 

rubro: “VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO. LA SALA 

ESPECIALIZADA Y LAS AUTORIDADES LOCALES RESOLUTORAS DEL 

PROCEDIMIENTO SANCIONADOR TIENEN FACULTADES PARA 

DETERMINAR EL PLAZO DE PERMANENCIA EN EL REGISTRO DE 

PERSONAS INFRACTORAS CORRESPONDIENTE”, por el cual los órganos 

jurisdiccionales sí tienen facultades para ordenar la inscripción y registro de 

las personas servidoras públicas y determinar su permanencia se procederá 

a determinar la temporalidad de la inscripción. 

 
223. Para ello, se considera necesario establecer que a partir de una publicación 

periodística se originó la VPG en contra de  

     al actualizarse la violencia 

simbólica y la consecuente violencia psicológica en perjuicio de la ciudadana 

. 
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224. Es decir, un medio de comunicación realizó expresiones en una nota 

periodística que actualizaron la aludida VPG; en consecuencia, se determina 

que una temporalidad acorde con los factores expuestos corresponde a doce 

meses. 

 
225. Para efectos de lo anterior, con fundamento en los artículos 9 y 10 de los de 

los Lineamientos citados, se vincula al Instituto para que, una vez que haya 

quedado firme la presente sentencia, realice las acciones pertinentes para la 

inscripción del periódico Quequi, en el Registro Estatal y Nacional de Personas 

Sancionadas en Materia de Violencia Política en Contra de las Mujeres en 

Razón de Género. 

 
226. Realizado lo anterior, deberán informarlo a este Tribunal dentro de los 

siguientes tres días hábiles a que ello ocurra. 

 
EFECTOS DE LA SENTENCIA. 

 
227. En consecuencia de todo lo anterior, se determina: 

A. La existencia de actos constitutivos de violencia política en contra de las 

mujeres en razón de género cometidas en agravio de la ciudadana:  

 en su modalidad de acceso de las mujeres a una 

vida libre de violencia en el desarrollo de la función pública, por lo que: 

i) Se declara la existencia de violencia política contra la mujer por 

razón de género, cometida por el Periódico Quequi, en su calidad 

de medio de comunicación, en contra de  

. 

ii) Como medida de restitución se ordena al Periódico Quequi 

abstenerse de llevar a cabo actos de VPG en contra de  

 

 así como 

de cualquier otro acto que, con base en estereotipo de géneros, 

directa o indirectamente repercuta en la afectación de sus 

derechos político-electorales para ejercer sus cargos como 
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presidenta municipal y regidoras, respectivamente, del 

. 

iii) Como medida de rehabilitación, se da vista al Instituto 

Quintanarroense de la Mujer para que, dentro de sus facultades, 

facilite a la ciudadana: , la ayuda 

psicológica necesaria para que, si así lo desee, pueda hacer frente 

al daño sufrido con motivo de los hechos denunciados.  

iv) Como medida de satisfacción se ordena que el Periódico 

Quequi, ofrezca una disculpa pública en la siguiente emisión del 

ejemplar que realice en su versión impresa, así como en su 

página de internet, una vez que haya quedado firme la presente 

sentencia, dicha disculpa será en los términos precisados en el 

inciso d) medida de satisfacción, de la presente sentencia. 

 

v) Asimismo, se ordena como medida de satisfacción, la difusión 

de la presente ejecutoria en el sitio electrónico de este órgano 

jurisdiccional. 

 

vi) Como medida de no repetición se ordena remitir al medio de 

comunicación a través de su representante, las publicaciones 

especializadas en periodismo con perspectiva de género que se 

señalan en el apartado de efectos. 

vii) Se vincula al Instituto para que inscriba al Periódico Quequi, 

en el Registro Estatal de Personas Sancionadas en Materia de 

Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género de 

Quintana Roo y realice la comunicación respectiva al Instituto 

Nacional Electoral para su inscripción en el Registro Nacional. 

Para tal efecto, este Tribunal establece que la permanencia en el 

citado Registro será de doce meses. 
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228. Por lo expuesto y fundado se  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. Se determina la existencia de la infracción atribuida al Periódico 

Quequi, por violencia política contra las mujeres en razón de género, en 

agravio de la denunciante. 

 

SEGUNDO. Se impone una amonestación pública al Periódico, en 

términos de lo razonado en la presente resolución. 

 

TERCERO. El Periódico Quequi, en su calidad de medio de comunicación, 

deberá acatar los efectos de esta sentencia, como medidas de satisfacción, 

dictadas. Asimismo, deberá comunicar a este órgano jurisdiccional, cada 

uno de los actos tendentes a su cumplimiento. 

 

CUARTO. Se vincula a Instituto Electoral de Quintana Roo, para que una 

vez que cause ejecutoria la presente sentencia, inscriba al Periódico 

Quequi, en el Registro Estatal y Nacional de Personas Sancionadas en 

Materia Política contra las Mujeres en Razón de Género, en los términos 

establecidos en esta sentencia. 

 

QUINTO. Se da vista al Instituto Quintanarroense de la Mujer, para los efectos 

establecidos en la presente Resolución. 

 

SEXTO. Se ordena remitir al Periódico Quequi, a través de su representante, 

las publicaciones señaladas en el apartado e) garantías de no repetición, de la 

sentencia. 

 

SÉPTIMO. Se dejan a salvo los derechos de la quejosa, de conformidad con lo 

establecido en el párrafo 142 de esta sentencia. 

 

NOTIFÍQUESE, en términos de Ley. 
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Así lo resolvieron por unanimidad de votos en sesión pública, el Magistrado 

Presidente Sergio Avilés Demeneghi, la Magistrada Claudia Carrillo Gasca y la 

Magistrada en funciones Maogany Crystel Acopa Contreras, integrantes del 

Pleno del Tribunal Electoral de Quintana Roo, ante la Secretaria General de 

Acuerdos en funciones quien autoriza y da fe. 
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